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A C U E R D O

En la ciudad de La Plata, a los 8 días del mes de julio de dos mil ocho, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores Pettigiani, Kogan, Negri, Genoud, Hitters, de Lázzari, Soria, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa A. 68.080, "Centro para la Cultura y Participación 'Brazos Abiertos' Anexo: Biblioteca Popular contra Municipalidad de San Isidro. Amparo ‑Medida cautelar‑".

A N T E C E D E N T E S

La Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en la ciudad de San Martín revocó el fallo de primera instancia y, en consecuencia, hizo lugar a la demanda interpuesta.

Disconforme con tal pronunciamiento, la comuna demandada dedujo recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley.

Encontrándose la causa en estado de dictar sentencia, corresponde plantear y votar la siguiente

C U E S T I O N

¿Es fundado el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley?

V O T A C I O N

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Pettigiani dijo:

I. 1. En lo que interesa es dable señalar que la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo Regional, con asiento en San Martín, revocó el fallo de primera instancia e hizo lugar a la acción de amparo declarando la ilegitimidad de la Ordenanza 7972 del Concejo Deliberante de San Isidro y de los decretos del Departamento Ejecutivo de la misma comuna 35/2004, 503/2004, 884/2004, 935/2004 y de los actos dictados o celebrados en su consecuencia.

1.1. Consideró acreditada la legitimación activa para reclamar por derechos de incidencia colectiva protegidos por los arts. 41 y 42 de la Constitución nacional; XI de la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre; 25 de la Declaración Universal de Derecho Humanos; 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales ‑tratados que cuentan con jerarquía constitucional conforme art. 75 inc. 22 de la Constitución nacional‑ y 36 y 44 de la Constitución provincial, en la circunstancia de tener la actora personería jurídica acordada por Resolución 1690/02 del Director Provincial de Personas Jurídicas y por el amplio objeto social, en el que encuadra la protección del patrimonio cultural del municipio y la defensa del derecho a la salud referidos por la misma, recordando que el art. 20 ap. 2 de la Constitución local acuerda legitimación para iniciar acción de amparo a quienes intenten, mediante aquélla, proteger derechos constitucionales colectivos, legitimación que también halla cabida ‑según su entender‑ en lo dispuesto en el art. 5 de la ley 7166. 

A su vez entendió que no es impedimento para reconocer la aludida legitimación el hecho de que los proyectos presentados o sugeridos por la amparista para llevar a cabo en el edificio o en el predio del viejo hospital sean viables o no, ya que al Poder Judicial no le compete evaluar o indicar a la autoridad administrativa o legislativa comunal cuál ha de ser la utilidad del inmueble, sino evaluar la legitimidad de la actuación de esos órganos y, en su caso, restaurar la vigencia de aquélla [en referencia a la afectación del inmueble anterior al dictado de la Ordenanza 7972/2003] ‑conforme voto de la doctora Monti al que adhieren sus colegas‑.

1.2. En relación al plazo de caducidad para iniciar el amparo (art. 6, 2 párrafo, de la ley 7166) tuvo en cuenta que toda vez que se ha impugnado una serie de actos que son consecuencia unos de otros, la ilegitimidad planteada reanuda sus efectos ante el dictado de cada uno de ellos, razón por la cual no puede considerarse que aquél haya vencido (arts. 15 de la Constitución provincial, 18 de la nacional y 15 de la C.A.D.H. que ostenta jerarquía constitucional ‑conf. art. 75 inc. 22 de la Const. nac.‑), conforme voto de la doctora Monti al que adhieren sus colegas.

1.3. En lo que respecta a las cuestiones de fondo, forma mayoría el voto del doctora Saulquin al que adhiere la doctora Bezzi.

En prieta síntesis en el mismo se sostiene que: 

a) el municipio no debió perder de vista el espíritu que emana del art. 22 del Estatuto de la Sociedad Socorros de San Isidro disuelta, anterior titular dominial del inmueble luego transferido a la comuna por ley provincial 5835, ya que establecía un destino teleológico o funcional que esta última no contempló, en conexión con el interés público en el bien jurídico tutelado, que es la salud.

En suma, que si bien aquello que dimana del Estatuto no puede implicar que el predio deba quedar afectado sine die, sí en cambio que su producido en caso de venta deba seguir la misma finalidad, lo que no se cumple con la imputación presupuestaria prevista por la Municipalidad.

b) En relación a la afectación del patrimonio histórico cultural denunciada, consideró que la comuna debió tomar los recaudos necesarios tendientes a la constatación referida a si el inmueble o parte del mismo podría ser susceptible de protección ante el posible valor cultural e histórico (conf. arts. 41 de la Const. nac.; 28 de la Const. prov.; decreto provincial 5839/1989 y ley provincial 10.419).

Entendió así configurada la falta de cumplimiento de un requisito previo e ineludible en el dictado de la Ordenanza 7972/2003, cual era ‑a su entender‑ la consulta al organismo provincial competente ‑Comisión Provincial del Patrimonio Cultural‑ a fin de que evaluara con carácter oficial el posible valor histórico cultural del bien, como asimismo detallara a todo evento la medida y el alcance de las restricciones a la que pudiera quedar sujeto en el caso de su incorporación a alguna de las categorías que integran el patrimonio cultural ‑interés histórico, monumento histórico, lugar histórico‑.

2. A su turno la accionada interpuso el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley que nos ocupa, fundando el mismo en: a) la falta de legitimación activa por exceder el objeto social de la actora, agregando a ello cuestiones atinentes a la personería de su Presidenta; b) la caducidad de la acción de amparo promovida conforme art. 6 de la ley 7166; c) violación de derechos constitucionales del municipio (arts. 1, 5, 17, 19, 22, 31 y 123 de la Constitución nacional y 10, 31 y 192 inc. 5 de la local); violación de la doctrina legal y errónea aplicación de normas referidas al patrimonio cultural, que no imponen en el caso ‑según su parecer‑ un requisito previo a la venta del inmueble (ley provincial 10.419).

Solicitó se deje sin efecto la sentencia de Cámara y se proceda a rechazar el amparo deducido. 

Eventualmente reservó caso federal.

II. 1. Legitimación activa: el recurrente funda su agravio sosteniendo que: a) la asociación actora actuó fuera del ámbito objeto de su objeto social; b) la decisión de promover el juicio no emanó del órgano que debía tomarla; c) en la sentencia recurrida se omitió ponderar el hecho que la señora Goncalbes Bentes había cesado en su cargo [de Presidenta de la asociación actora] y, por lo tanto, ya no tenía facultades para representar a la asociación.

1. a) En este aspecto el recurso aparece insuficiente.

En efecto, el recurrente no obstante dar su punto de vista que discrepa con el de la Cámara y de citar doctrina autoral, no se hace cargo de efectuar en términos claros y concretos, la mención de la ley o doctrina legal emanada de esta Suprema Corte que resulte violada o aplicada erróneamente en la sentencia subexamen, indicando en su caso en que consiste la violación o el error (art. 279 del C.P.C.C.).

1. b) y 1. c) Los aspectos en ellos denunciados resultan novedosos y, por lo tanto, inabordables en esta instancia extraordinaria, toda vez que no fueron introducidos al producir el informe circunstanciado previsto en el art. 10 de la ley 7166, siendo que en el mismo el accionado puede articular todas sus defensas como si tratara de la contestación de la demanda, hecho que por lo demás no ignoraba el accionante a tenor de la presentación efectuada a fs. 154/162, donde desplegó todas y cada una de sus defensas, salvo las que nos ocupan, que aparecen así como una reflexión tardía y como tal inatendible (arts. 18 de la Constitución nacional y 15 de la local).

Deberá ponderarse que la competencia funcional revisora de la Cámara no habilita un nuevo juicio, sino la revisión de la sentencia recurrida, siendo determinados los límites de la misma por los agravios que portaba la apelación de la actora perdidosa en primera instancia y las cuestiones que el vencedor hubiera planteado al juez a quo, ya que éstas también quedan en principio sometidas a la potestad deber del decisorio del tribunal de apelación, que asume competencia plena sobre el particular. Entre dichas cuestiones no se encontraban las que ahora la accionada pretende omitidas.

II. 2. Caducidad de la acción de amparo: fundamenta este agravio sosteniendo que la acción de amparo fue interpuesta luego de vencido el plazo de 30 días establecido en el art. 6 de la ley 7166 y en la circunstancia de que este último debió computarse desde la publicación de la Ordenanza 7972 de fecha 19‑XII‑2003, promulgada por decreto 35/2004 ‑publicado el día 15-I-2004‑ que en su parecer es la norma atacada y la única que se considera en análisis jurídico, ya que la actuación del municipio posterior, el dictado de decretos y llamado a licitación son consecuencia de ella. Añade, finalmente, que la solución que se adopte debe compadecerse con el plazo de caducidad para la interposición de la acción contencioso administrativa, porque de lo contrario se autorizaría la promoción de la demanda de amparo una vez vencido el plazo para deducir la acción ordinaria. 

2.1. Ha sostenido la Corte Suprema de Justicia de la Nación que: "Si bien el cómputo del plazo para promover la acción de amparo es una cuestión de índole procesal, ajena en principio al recurso extraordinario, cabe hacer excepción a dicha regla si la aplicación e interpretación de las normas que reglamentan el procedimiento de una garantía consagrada por la Constitución nacional, se constituyen en un valladar formal que la torna inoperante, produciendo la alteración prohibida por el art. 28 de la ley fundamental" (C.S.J.N. in re "Tartaglu de Neto, Leonor c./IOS", sent. del 25-IX-2001 ‑del dictamen del Procurador Fiscal que la Corte en mayoría hizo suyo‑ Fallos 324:3074).

2.2. La Cámara, para desestimar el planteo de caducidad interpuesto, consideró que la acción se encontraba presentada en término por cuanto, al impugnar la amparista una serie de actos que son consecuencia unos de otros, la ilegitimidad planteada reanuda sus efectos ante el dictado de cada uno de ellos, razón por la cual no puede considerarse que aquél haya vencido (ap. XII del voto de la doctora Monti al que adhirieron los restantes miembros del Tribunal).

No encuentro motivos para apartarme de tal criterio, pues con la acción incoada se pretende enjuiciar una situación continuada, originada, es verdad, con el dictado de la citada Ordenanza 7972/2003, pero mantenida al tiempo de accionar (dec. 503 del 17‑III‑2004 por el que se llamó a Licitación Publica 06/04 para la venta del inmueble en cuestión) y también en el tiempo subsiguiente. De lo que surge la tempestividad de la demanda interpuesta con fecha 31‑III‑2004 (v. sello de fs. 97).

De modo que, si mediante la tutela requerida se intenta impedir o conjurar la lesión, afectación o amenaza actual o potencial a derechos constitucionalmente protegidos ‑lo que por cierto supone, como una derivación lógica de ello y en última instancia de la arquitectura propia del amparo, la urgencia en la evitación de un daño inminente a un derecho fundamental o en el restablecimiento del afectado cuando la lesión ya se ha consumado‑ en la especie, se verificó una oportuna objeción en sede judicial de la actuación estatal que se intenta cuestionar y que obsta el progreso de la oposición ensayada.

2.3. Oportunamente, he tenido ocasión de advertir sobre la eventual incompatibilidad que podría suscitarse entre el diseño dado por la reforma constitucional provincial del año 1994 a la acción de amparo y algunos de los preceptos de las normas infraconstitucionales reglamentarios de la figura (cfr. Ac. 79.728, "Silvestre", sent. del 24‑III‑2004 y B. 65.325, "C., S.", sent. del 26‑IV‑2006).

Dicho parecer ‑formulado con un alcance general e informador del sentido que se desprende de la nueva manda constitucional‑ no obsta el reconocimiento de excepciones o supuestos no alcanzados por tal aserto, desde que la divergencia antedicha ‑y, con esto, la operatividad de la regla‑ se encuentra supeditada a la observancia de una condición específica que también allí se explicitó. En consecuencia, aquel conflicto con las normas de la Carta Magna provincial no se presenta de un modo absoluto o total, sino que se producirá "(...) en cuanto [las normas infraconstitucionales reglamentarias de la acción de amparo] se opusieren a su nueva dimensión y alcance [constitucional]". Corresponderá indagar, entonces, a fin de constatar la presencia de una efectiva discordancia sobre el tópico de marras, cuándo se verifica un supuesto en el que el precepto reglamentario no se compadezca con la significación dada al amparo por el nuevo texto constitucional (conf. mi voto en causa B. 64.796, "Quinteiro", sent. del 3‑X‑2007). 

Pero en el caso, dado el modo en que se suscitaron los hechos de la causa, y sobre los que en definitiva se asienta la solución que aquí propicio, deviene innecesaria la realización del aludido escrutinio. 

2.4. Finalmente, cabe consignar que tampoco es de recibo el agravio del recurrente relativo a la eventual inconsistencia que se observaría ‑de rechazarse su planteo‑ entre los plazos de interposición del amparo y de la acción contencioso administrativa. Toda vez que aún en la hipótesis esbozada por el quejoso en el sentido de que el término para accionar debería computarse a partir del dictado de la citada Ordenanza 7972/2003, el plazo de noventa días para la presentación de la demanda contencioso administrativa (art. 18, ley 12.008 ‑texto según ley 13.101‑) no se encontraba vencido al día 31‑III‑2004.

En función de lo expuesto, juzgo que corresponde desestimar los agravios traídos por el recurrente sobre el tópico analizado.

II. 3. Afectación del derecho de disponer de los bienes sin cumplir con otro requerimiento que los que estipula la ley al efecto:
Con apego al principio de congruencia (art. 34 inc. 4 del C.P.C.C.) debo señalar liminarmente que la parte actora introdujo como objeto mediato de su pretensión la preservación del derecho al patrimonio cultural de San Isidro, representada por el predio del ex Hospital, y el del acceso gratuito a la salud mental, como derechos constitucionales de tercera generación.

En ese escenario de debate tengo para mi que solamente lo atinente a la preservación del patrimonio cultural tiene relación directa e inmediata con la desafectación del bien del uso público y su puesto a la venta sin ninguna restricción edilicia, conforme lo dispuesto por la Ordenanza 7972/2003 y el decreto 503/2004.

La otra garantía en juego no se relaciona en principio de igual manera, ya que solamente se la vincula con el potencial uso del predio en una hipotética ampliación de las prestaciones en materia de salud mental en el marco del sistema de atención primaria de la salud pública a cargo del municipio (arts. 36 inc. 8 y 192 inc. 4 de la Constitución provincial).

3.1. ¿Existía un presupuesto previo e ineludible en el dictado de la Ordenanza 7972/2003?

La Cámara así lo afirmó, como fundamento de su fallo, sosteniendo que debía elevarse en consulta al organismo provincial competente (Comisión Provincial de Patrimonio Cultural ley 10.419 y decreto 5839/1989) a fin de que evaluara con carácter oficial el posible valor histórico cultural del bien, como asimismo detallará a todo evento la medida y alcance de las restricciones a las que pudiera quedar sujeto en el caso de su incorporación a alguna de las categorías que integran el patrimonio cultural [interés histórico, monumento histórico o lugar histórico].

La ley 10.419 [mod. por leyes 12.739 y 13.056] creó la Comisión Provincial del Patrimonio Cultural de la Provincia, organismo al que corresponde la planificación y ejecución de la política de preservación de los bienes muebles e inmuebles públicos [provinciales y municipales] y privados, que hayan sido declarados como integrantes del patrimonio cultural, ya sea en forma provisoria por la propia Comisión o definitiva por ley.

Los arts. 5, 10 y 17 de la referida norma imponen a los municipios la obligación de recabar autorización para la realización de cualquier acto de disposición, como así sobre todo trabajo u obra a efectuar sobre bienes de su dominio o privado que hayan sido declarados integrantes del patrimonio cultural de la Provincia. 

Queda claro así que tal presupuesto resulta solamente de aplicación en los casos en que exista una calificación previa e incorporación al patrimonio cultural de la Provincia, circunstancia ésta que no sólo no se acreditó sino que ni tan siquiera ha sido alegada por la actora en su escrito postulatorio.

En relación a las previsiones del decreto provincial 5839/1989 surge claro de su texto expreso que está destinado solamente a los funcionarios públicos provinciales y en relación a los bienes del dominio del Estado Bonaerense y entidades descentralizadas, empresas y sociedades del mismo, cualquiera sea su naturaleza jurídica excediendo el marco de aplicación al presente [ver fs. 24/25]. 

Igual suerte sigue el decreto nacional 1063/1982, no mencionado en la sentencia en recurso pero si en la demanda, pues el mismo se refiere en iguales términos que el anterior a los funcionarios y bienes del Estado nacional. 

Lo expuesto es demostrativo que no se ha configurado un caso de ilegitimidad manifiesta o arbitrariedad en la desafectación del inmueble objeto de la litis (conf. por lo demás las atribuciones del decreto ley 9533/1980 y la restricción del decreto ley 8912 ‑mod. por ley 13.127‑), como así que la sentencia, en esa parcela en examen, ha violado el principio de legalidad pretendiendo mandar hacer lo que la ley no manda (art. 19 de la Constitución nacional). 

3.2. Afectación del destino del producido de la venta por aplicación del espíritu del art. 22 del Reglamento de la Sociedad de Socorro de San Isidro. 

Sostiene el recurrente que el inmueble objeto de la litis ingresó a su patrimonio a través de lo dispuesto por la ley 5835, la cual no estableció ningún tipo de cargo y/o afectación de uso y que por lo tanto pretender asignarle al inmueble un objeto que el legislador nunca asignó significa convertir en legislador al juez.

Le asiste razón.

La referida norma [B.O. 14-IX-1955] textualmente establecía en su art. 1 que: "Los bienes, acciones y créditos pertenecientes a la entidad «Sociedad de Socorros de San Isidro», cuya personería jurídica fue cancelada por Decreto del Poder Ejecutivo número 9.885 de fecha 28 de mayo de 1951, pasarán a formar parte del patrimonio de la Municipalidad de San Isidro".

Si bien el art. 22 del Estatuto de dicha sociedad contenía una cláusula referida al destino de sus bienes, la misma estaba supeditada al supuesto de procederse a su disolución, en cuyo caso debía designarse previamente quien los administraría (fs. 22).

En realidad no hubo disolución y designación de administrador de los bienes integrantes del patrimonio de la Sociedad de Socorro de San Isidro, sino cancelación de su personería jurídica, lo que trajo aparejado que aquéllos quedaran vacantes y por lo tanto no sujetos a condición alguna.

Deberá ponderarse que el Estatuto rige la conducta de los integrantes de la persona jurídica y las disposiciones relativas al destino de sus bienes para el supuesto de su disolución acordada entre sus Miembros, mas si ésta opera ‑bien o mal‑ por acción del Estado sin que antes se hubiera cumplido este último cometido, ni se hubiera efectuado anotación en el Registro de la Propiedad Inmueble referida a afectación de uso, el dominio del inmueble en cuestión debe ser declarado vacante y pasa a la persona designada por ley sin ninguna restricción como no esté ésta establecida en la ley respectiva.

No cabe duda que aquel noble propósito no fue receptado por la Legislatura provincial en el caso que nos ocupa, Poder Legislativo que tenía la atribución exclusiva y excluyente de fijar el objeto de los bienes (art. 50 del Código Civil), no siendo vinculante la voluntad del Poder Ejecutivo manifestada en la elevación del proyecto de ley respectivo (arts. 104 y sigs. y 144 inc. 3 de la Constitución local).

En virtud que la sociedad durante su vigencia podía disponer de sus bienes (art. 3 del Estatuto), lo que importaba la factibilidad de la venta de unos para la adquisición de otros, para el mejor cumplimiento de su objeto social, hiere el sentido común y los principios de la lógica sostener que su sucesor no podía hacerlo.

No debería perderse de vista que la circunstancia que el municipio tenga diversos fines públicos que tutelar y pueda acudir para ello a diferentes partidas presupuestarias para su cometido, le permite como en el caso construir un nuevo hospital antes de desprenderse del predio del anterior, pero ello no puede tomarse como un incremento futuro de la partida de salud en detrimento de la de obras públicas, pues el producido de aquel inmueble desafectado del uso público pasa a rentas generales con imputación a las partidas que disponga el Concejo Deliberante.

Si partimos de considerar que todos los gastos atinentes a la infraestructura física de un nosocomio, como por ejemplo su construcción, salen de las partidas presupuestarias de obras públicas, es dable pensar que en la priorización de la realización de diversas obras en estudio se pudo haber considerado la posibilidad de recupero de parte de la inversión por la venta del anterior edificio a los fines de aplicar a la construcción de uno nuevo, producido que a su vez se utilizaría en la ejecución de otras obras de igual interés público y postergadas en su concreción por aquél. 

Téngase en cuenta que no se acreditó en autos que se hubieran disminuido las partidas presupuestarias específicas del área de salud o que se hubieran resentido las prestaciones por el traslado de edificio, lo que representaría el bien jurídico a tutelar.

Recordando lo sostenido en la causa I. 3202, "Rivas", sentencia del 20‑VIII‑2003, entiendo que el jurisdiccional no es el ámbito para volver a debatir lo que con sustento en el mandato popular ya hicieron y resolvieron los concejales de San Isidro y en su consecuencia ejecutara el Intendente municipal, en uso de atribuciones propias y en el ámbito natural de la democracia (art. 123 de la Constitución nacional).

No estamos frente a un control de conveniencia o mérito de lo realizado, ni de distribución presupuestaria de los ingresos genuinos del municipio, ni de planificación en materia de preservación cultural o de acceso a la salud mental, simplemente de legalidad de lo actuado.

En virtud de ello encuentro que la Cámara se ha arrogado facultades de las que carece, descalificando una imputación presupuestaria en base "al espíritu" del art. 22 de un Reglamento, sin advertir que ello no condicionaba al municipio conforme el principio de legalidad (art. 19 de la Constitución nacional) y sus atribuciones propias (art. 123 de la Constitución nacional) y que a todo evento el destino estaba cumplido, resultando la cuestión abstracta.

3.3. Si bien el amparo no es un proceso excepcional y extraordinario, sino tendiente a la protección inmediata y efectiva, contra cualquier amenaza o lesión a un derecho fundamental, ha sostenido esta Suprema Corte de Justicia que para que la acción de amparo resulte procedente, la arbitrariedad o ilegalidad del acto o actos contra la que aquélla se dirige deben evidenciarse en forma manifiesta, o sea de un modo descubierto, patente, claro, ostensible, palmario, notorio, para no hacer del amparo el vademécum que solucione todos los problemas, subsumiendo las vías procesales en sólo una, cuando la Constitución y la leyes marcan distintos derroteros. El amparo es una herramienta útil, pero no para cualquier situación (conf. causa B. 58.002, sent. del 6‑X‑1998).

La exteriorización que no revista esa indiscutible patencia y que en todo caso pueda resultar meramente opinable excluye el carácter manifiesto de la arbitrariedad o ilegalidad y por ende la viabilidad del amparo, de modo que la nota fundamental de este instituto no está dada propiamente por la inexistencia de discusión en torno al derecho invocado por el impetrante, sino por la indiscutibilidad de la pretensión enjuiciada (conf. Ac. 75.817, sent. del 11‑IX‑2002).

Ello resulta esencial en las presentes actuaciones, donde entiendo que tales notas configurantes de la vía elegida no se hallan presentes.

III. Por los fundamentos expuestos y con el alcance indicado, juzgo que debe hacerse lugar al recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley traído, revocándose la sentencia impugnada y rechazándose la demanda interpuesta.

Doy mi voto por la afirmativa.

Costas al vencido en las tres instancias (arts. 25 de la ley 7166 ‑t.o. decreto 1067/1995‑ y 289 del C.P.C.C.).
A la cuestión planteada, la señora Jueza doctora Kogan dijo:

I. La Cámara de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo con asiento en la localidad de General San Martín revocó la sentencia del Juez de Primera Instancia e hizo lugar a la acción de amparo declarando la ilegitimidad de la Ordenanza 7972 del Concejo Deliberante de San Isidro, como así también de los decretos 35/2004, 503/2004, 884/2004, 935/2004 y de todos los actos dictados o celebrados en su consecuencia.

Por medio de las referidas normas el Departamento Deliberativo de la comuna demandada desafectó del uso público y autorizó la venta del inmueble en el que funcionó el "Viejo Hospital" municipal (Ordenanza 7972 y decreto 35/2004 de promulgación); el Ejecutivo municipal llamó a licitación pública para la venta del referido bien (decreto 504/2004), adjudicó a la empresa A.G. Producciones S.A la compra del inmueble y registró el contrato de compraventa en cuestión (decretos 884/2004 y 935/2004, respectivamente).

II. La Cámara hizo lugar a la acción de amparo con los siguientes fundamentos:

a) La recurrente se encontraba habilitada para la promoción de la acción en atención a que le había sido acordada la personería jurídica por el órgano competente al efecto, y habida cuenta de la amplitud de su objeto social (en el que encuadra la protección del patrimonio cultural del municipio y la defensa del derecho a la salud) se encontraba legitimada para accionar en defensa de derechos de incidencia colectiva consagrados en los arts. 41 y 42 de la Constitución nacional y tratados con igual rango invocados en el escrito inicial, ello de conformidad con los arts. 20 inc. 2 de la Constitución provincial y 5 de la ley 7166 (voto de la doctora Monti al que adhirieron los doctores Saulquin y Bezzi).

b) En relación al plazo de caducidad para iniciar la acción (art. 6, 2 párrafo de la ley 7166) sostuvo que toda vez que se ha impugnado una serie de actos que son consecuencia unos de otros, la ilegitimidad planteada reanuda sus efectos ante el dictado de cada uno de ellos, razón por la cual no puede considerarse que aquél se haya vencido (arts. 15 de la Constitución provincial; 18 de la Constitución nacional y 15 de la C.A.D.H que ostenta jerarquía constitucional ‑conf. art. 75 inc. 22 de la Const. nac.)‑ conforme voto de la doctora Monti al que adhieren sus colegas.

c) En lo que respecta a las cuestiones de fondo, la mayoría sostiene que:

1) Los bienes de la Sociedad Socorros de San Isidro pasaron a formar parte del patrimonio del municipio en virtud del segundo párrafo del art. 50 del Código Civil, sin que en el texto de la ley 5835 ‑ni en el debate parlamentario‑ se hiciera referencia al destino de los bienes ‑en sentido teleológico‑ que estipula el art. 22 del estatuto de la mencionada sociedad. No obstante ello, lo dispuesto en el aludido artículo debió ser considerado por las autoridades municipales a fin de que los bienes, o el producido de su venta, sea destinado a cumplir el fin teleológico de la sociedad.

2) La Ordenanza 7972 previó que las sumas obtenidas por la venta del "Viejo Hospital" fueran destinadas a Obras Públicas en general. Por ello, la desafectación del uso público establecida en la Ordenanza cuestionada, que derivó en una serie de actos tendientes a la venta del bien, no fue legítima, por lo que corresponde su descalificación.

3) Conforme las constancias de autos el inmueble, o parte del mismo, "podría ser susceptible de protección ante el posible valor cultural e histórico, circunstancias que debieron ser tenidas en cuenta por el municipio" de conformidad con lo previsto en los arts. 41 de la Constitución nacional y 28 de la provincial, decreto 5839/1989 y ley 10.419. 

III. Contra dicho pronunciamiento la comuna accionada interpuso recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley en tratamiento, fundando el mismo en las siguientes cuestiones: a) la falta de legitimación activa por exceder su objeto social, agregando a ello una cuestión atinente a la personería de su Presidente; b) la caducidad de la acción de amparo promovida conforme art. 6 de la ley 7166; c) violación de derechos constitucionales del municipio (arts. 1, 5, 17, 19, 22, 31 y 123 de la Constitución nacional y 10, 31 y 192 inc. 5 de la local); violación de la doctrina legal y errónea aplicación de normas referidas al patrimonio cultural, que no imponen en el caso ‑según su parecer‑ un requisito previo a la venta del inmueble (ley provincial 10.419).

Solicita se deje sin efecto la sentencia de Cámara y se proceda a rechazar el amparo deducido. 

Eventualmente reserva caso federal.

III.1. Legitimación activa: el recurrente funda su agravio sosteniendo que: a) la asociación actora ha actuado fuera de su objeto social; b) la decisión de promover el juicio no ha emanado del órgano que debía tomarla; c) en la sentencia recurrida se omite ponderar el hecho que la señora Goncalbes Bentes había cesado en su cargo (de Presidenta de la Asociación Actora) y por lo tanto ya no tenía facultades para representar a la asociación.

1. a) En este punto el recurso aparece insuficiente. 

En efecto, el recurrente no abordó críticamente los argumentos que estructuran el fallo de la Cámara. A los fines del recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley, no basta con denunciar la violación de un determinado precepto legal, es necesario demostrar, con argumentos concluyentes, cómo se instaló dicha transgresión en la sentencia puesta en crisis. La frustración de esta exigencia provoca la insuficiencia del intento revisor (Ac. 33.711, sent. del 11‑IX‑1984; Ac. 83.536, sent. del 16‑VI‑2004).

Tampoco puede considerarse cumplido el aludido recaudo con la denuncia de la violación de la doctrina de los autores que se citan en el recurso. Tal como ha dicho reiteradamente este Tribunal, la doctrina legal a la que se refiere el art. 279 del Código Procesal Civil y Comercial es la que emerge de los fallos de esta Corte y no la que deriva de los principios generales del derecho, de la doctrina de los autores o de fallos de otros tribunales de justicia (doct causas L. 54.934, sent. del 7‑III‑1995; Ac. 75.633, sent. del 12‑VII‑2000; L. 87.284, sent. del 22‑XII‑2004, entre muchas otras).

1.b) y 1.c) No obstante la imprecisión terminológica y lo confuso del planteo, puede colegirse que el recurrente no invoca un supuesto de absurdo de aquéllos que la doctrina del Tribunal consiente a los fines de la admisión del recurso extraordinario previsto en el art. 279 del Código Procesal Civil y Comercial, sino el incumplimiento del art. 168, primer párrafo de la Constitución provincial. Asimismo, es claro que la demandada cuestiona la sentencia porque a su entender, esta no ha sido fundada en el texto expreso de la ley, tal como lo exige el art. 171 del texto constitucional citado.

Tales cuestionamientos son inapropiados por la vía del recurso de inaplicabilidad de ley y doctrina legal.

La denuncia de la violación de las exigencias previstas por los arts. 168 y 171 de la Constitución provincial sólo puede traerse a juzgamiento de esta Suprema Corte por la vía del recurso extraordinario de nulidad contemplado en los arts. 161 inc. 3 b) de la Constitución provincial y 296 y siguientes del Código Procesal Civil y Comercial (doct. causas Ac. 73.136, sent. del 7‑VII‑2000; L. 74.003, sent. del 12‑II‑2003; Ac. 85.763, sent. del 31‑III‑2004).

Asimismo, ambas cuestiones resultan novedosas, y por lo tanto, inabordables en esta instancia extraordinaria, toda vez que no fueron introducidas al producir el informe circunstanciado previsto en el art. 10 de la ley 7166, oportunidad en que el accionado puede articular todas sus defensas como si se tratara de la contestación de la demanda. 

III.2 Caducidad de la acción de amparo: El recurrente plantea que la Excma. Cámara, al considerar que la demanda fue interpuesta oportunamente, ha violado el art. 6 de la ley 7166 y la doctrina legal emanada de la Suprema Corte.

No encuentro justificada la queja. 

En primer lugar he de destacar que la cuestión, tal como ha sido planteada por el quejoso, se encuentra circunscripta a la determinación de si el plazo establecido en el citado art. 6 se encontraba o no vencido al tiempo de promoción de la acción. De ello, se sigue que los precedentes de este Tribunal que se citan en el recurso no resultan aplicables al caso.

En mi opinión, resulta razonable la postura de la Cámara que computó el plazo de caducidad de la acción desde la fecha de emisión del decreto 503/2004 ‑dictado en ejecución de la Ordenanza 7972/2003 ‑ que hizo inminente el daño que se procuró evitar al promoverse la acción de amparo, tal la salida del bien del patrimonio municipal mediante el desarrollo del procedimiento de venta al que el aludido decreto dio el puntapié inicial.

Esta interpretación resulta compatible con la amplitud con que deben examinarse las cuestiones formales en el ámbito de cualquier proceso y, en particular, en el de la garantía de amparo (conf. doct. Fallos 324:3074), elevada a rango constitucional en 1994 sin otra limitación que la señalada en el segundo párrafo del inc. 2 del art. 20 de la Constitución de la Provincia.
Ha sostenido la Corte Suprema de Justicia: "Si bien el cómputo del plazo para promover la acción de amparo es una cuestión de índole procesal, ajena en principio al recurso extraordinario, cabe hacer excepción a dicha regla si la aplicación e interpretación de las normas que reglamentan el procedimiento de una garantía consagrada por la Constitución nacional se constituyen en un valladar formal que la torna inoperante, produciendo la alteración prohibida por el art. 28 de la ley fundamental" (del dictamen del señor Procurador al que la mayoría de la Corte adhirió en la causa "Imbrogno, Ricardo c/IOS", sent. del 25-IX-2001, pub. en Fallos t. 324, pág. 3070 y sgtes.) 

Asimismo, este Tribunal ha resuelto que lo referente al plazo de caducidad es una cuestión que debe interpretarse restrictivamente y, en caso de duda, debe estarse a favor de la apertura del amparo dada la índole constitucional de los derechos cuya protección se persigue (doctr. causa B. 59.168, "Riusech", sent. del 16‑II‑1999; B. 59.728, "Maida", sent. del 3‑V‑2000).

III.3. Violación de los arts. 1, 5, 17, 19, 22, 31 y 123 de la Constitución nacional y 10, 31 y 192 inc.5 de la Constitución de esta Provincia. 

El recurrente afirma que se han violado las normas y garantías de la Constitución nacional y provincial que hacen al derecho de la Municipalidad de San Isidro de poder disponer de sus recursos y administrarlos como mejor convenga a los intereses de los vecinos del municipio sin cumplir con otros requerimientos que los que estipula la ley al efecto.

Aduce que el voto mayoritario de la Cámara contiene un razonamiento absurdo y contradictorio en tanto si bien reconoce que conforme el art. 50 el Código Civil correspondía a la Legislatura provincial establecer el objeto al cual debían ser aplicados los bienes de la disuelta Sociedad de Socorros, luego descalifica la Ordenanza 7972 porque destinó el producido del bien a Obras Públicas y no a cumplir los fines del art. 22 del Estatuto de la aludida sociedad (asistencia a los menesterosos).

Considera que al decidir tal como lo hizo, la Cámara impone una restricción al dominio que no surge del título por el que se adquirió el bien, ni de la ley, contrariando los arts. 17 y 19 de la Constitución nacional. Asimismo apunta que se incurre en una contradicción cuando, no obstante reconocer que la atención de la salud que el viejo hospital brindaba quedó cubierta por los servicios prestados en el nuevo edificio, y que no puede pretenderse que el inmueble quede afectado sine die a tal fin, concluye declarando la ilegitimidad de la desafectación del uso público efectuada en la Ordenanza impugnada en tanto el producido de la venta no fue destinado a salud pública.

Entiendo que en este aspecto la queja resulta fundada.

a) Mediante la Ordenanza 7972 el Concejo Deliberante de San Isidro dispuso: 1º) la desafectación del predio en el que funcionó el Hospital municipal; 2º) la venta del mismo mediante el procedimiento de licitación pública; y 3º) que el producido de tal venta fuera a engrosar el item Obras Públicas del Presupuesto comunal.

Como ya quedara expuesto, la sentencia en crisis descalifica la desafectación del bien como integrante del dominio público municipal con los siguientes argumentos: 1º: el producido de la venta se destinó a un objeto distinto al de la salud, lo que debió hacerse para así respetar la decisión contenida en el art. 22 de la asociación originariamente propietaria del bien; y 2º: se ha omitido adoptar, en forma previa a la sanción de la Ordenanza, los actos establecidos en la normativa aplicable a fin de dejar a resguardo el posible valor cultural o histórico del bien cuya venta procura la Administración municipal.

b) En primer lugar, he de señalar que considero ajustado a derecho el desarrollo que efectúa el voto mayoritario de la Cámara actuante cuando, al analizar el título bajo el cual el municipio de San Isidro adquirió el dominio del edificio denominado "Viejo Hospital", concluye que tal adquisición no estuvo sujeta a cargo o condición alguna.

Conforme el art. 50 del Código Civil, disuelta una asociación o perdida su personería jurídica (tal como acontece en el caso), los bienes y acciones que a ella pertenecían tendrán el destino previsto en sus estatutos y si nada se hubiese dispuesto en ellos, los bienes y acciones serán considerados vacantes. 

Acierta la Cámara al afirmar que cuando la norma en cuestión se refiere al destino establecido en sus estatutos está aludiendo a los sucesores de los bienes (conf. en igual sentido: Salvat, Raymundo M., "Tratado de Derecho Civil Argentino", ed. 1950, t. 1, págs. 783 y 784; Llambías Jorge J., "Tratado de Derecho Civil", vigésima edición, t. II, pág. 113).

De allí que, en tanto el estatuto de la Sociedad de Socorros no estableció la persona física o jurídica a la que se transmitirían sus activos en caso de disolución, correspondía entonces que los bienes fueran considerados vacantes y aplicados al objeto dispuesto por el cuerpo legislativo (conf. art. 50 in fine del Código Civil, Salvat, ob. citada, Llambias, ob. cit.; Belluscio y Zanonnni, "Código Civil Comentado", pág. 267; en contra Spota, Alberto; "Tratado de Derecho Civil", t. I, págs. 807 y 808).

Deja sentado la sentencia en crisis que la ley 5835 transfirió el dominio del bien al municipio de San Isidro sin condicionamiento alguno. No obstante, descalifica la actuación municipal porque no se ha respetado la voluntad de la Sociedad de Socorros expresada en el art. 22 de su estatuto, que inequívocamente se refiere a la finalidad a que debieran aplicarse los bienes, pero no al sucesor en ellos.

c) No existe controversia en relación a que el municipio recibió el inmueble y durante varias décadas le dio el destino para el que fue construido (hospital público).

De allí que el predio en el que se asentó el "Viejo Hospital" quedó incorporado al dominio público de la comuna de San Isidro en virtud del uso al que fue aplicado (art. 2340 inc. 7, Cód. Civil, conf. Marienhoff, Miguel S., Tratado del Dominio Público, pág. 549 y sgts. esp. parágrafo 217).

Producido el traslado del Hospital municipal a un nuevo edificio, este quedó desafectado del uso público. Con lo cual la desafectación establecida en la Ordenanza 7972 no hizo más que contemplar lo que en la realidad había sucedido.

Como enseña Marienhoff en la obra citada, la afectación y desafectación de un bien del dominio público ‑y el consecuente cambio del régimen legal aplicable‑ se vinculan con el uso público o común del citado bien (en Libro 1º, Título Tercero, capítulos I y II).

Desde esta perspectiva, la habilitación legal para la desafectación de un bien del dominio público no se relaciona ni con el destino a dar a los dineros obtenidos con la eventual venta y tampoco con las restricciones al dominio que supone la declaración de un bien como integrante del patrimonio cultural, histórico o arquitectónico en los términos de las normas provinciales, restricciones que caen sobre cualquier bien, sea éste del dominio público o privado del Estado, o de los particulares.

Tal instituto, en lo que se refiere a los bienes del dominio público municipal, se encuentra regulado por el decreto ley 9533/1980. 

El art. 9 de la norma mencionada establece que los inmuebles del dominio público municipal podrán desafectarse cuando así corresponda y resulte más conveniente a los intereses de la comunidad y con observancia de las limitaciones que resulten de la ley de ordenamiento territorial y uso del suelo y otras leyes específicas.

El decreto ley 8912/1977 no contiene otro límite a la desafectación de bienes del dominio público municipal que el contemplado en su art. 60 (con las modificaciones de la ley 13.127) que se refiere a áreas verdes libres de construcciones.

d) Concluyo que la decisión de desafectar el bien del uso público al que estaba destinado desde su transferencia al dominio municipal ‑y desde su construcción por las Damas del Socorro de San Isidro‑ (establecimiento sanitario) no se encontraba sujeto a las restricciones o limitaciones que sugiere la Cámara actuante. Tal decisión quedó librada el juicio discrecional de las autoridades de la comuna acerca de si tal medida era o no la más conveniente a la Comunidad en los términos del dec. ley 9533/1980. 

Desafectar el bien del uso público, o asignarle nuevamente una utilidad común, así como destinar el producido de la venta a obras públicas en general o a la atención de la salud en particular, son distintas medidas entre las que el municipio pudo validamente optar. Ello suponía un juicio de valor sobre aquello que resultaba más conveniente a la comunidad, juicio que transciende lo jurídico para referirse a cuestiones técnicas, económicas o, en su caso, políticas referidas a acciones de gobierno que correspondía a las autoridades del municipio adoptar, sin que quepa al juzgador sustituir tal decisión a menos que se alegue y demuestre irrazonabilidad o arbitrariedad en la decisión, desvío de la finalidad o un grave error en la apreciación de cuestiones de la ciencia o técnica aplicable al caso.

Por otra parte, está claro que la Municipalidad, al proceder como lo hizo, no se desentendió de la salud pública ya que sustrajo el bien del uso al que se encontraba destinado sólo cuando hubo hecho el traslado del servicio al nuevo edificio, sin que se haya alegado ni probado que el nuevo hospital no brinde al menos los mismos servicios que el anterior.

III.4. Violación de la doctrina legal y errónea aplicación de normas referidas al patrimonio cultural.

Por último, el recurrente cuestiona la decisión de la Cámara en cuanto postula que el inmueble podría ser de interés histórico o cultural conforme constancias de la causa que no especifica, y decide declarar la ilegalidad de la desafectación establecida en la Ordenanza 7972 con fundamento en normas inaplicables al caso, como son el decreto provincial 5839/1989 y la ley 10.419.
Al respecto, la Cámara entendió que existía un presupuesto previo e ineludible al dictado de la Ordenanza 7972/2003.

En efecto, la mayoría del Tribunal consideró que debía elevarse en consulta al organismo provincial competente (Comisión Provincial de Patrimonio Cultural, ley 10.419 y decreto 5839/1989) a fin de que evaluara con carácter oficial el posible valor histórico cultural del bien, como asimismo detallara a todo evento la medida y alcance de las restricciones a las que pudiera quedar sujeto en el caso de su incorporación a alguna de las categorías que integran el patrimonio cultural (interés histórico, monumento histórico o lugar histórico).

La ley 10.419 (con las modificaciones de las leyes 12.739 y 13.056) creó la Comisión Provincial del Patrimonio Cultural de la Provincia, organismo al que le corresponde la planificación y ejecución de la política de preservación de bienes muebles e inmuebles públicos, provinciales o municipales, o privados, que hayan sido declarados como integrantes del patrimonio cultural, ya sea en forma definitiva (por ley, conf. art. 5 ley citada) o provisoriamente (por la Comisión, art. 7 inc. 7, ley citada). 

Los arts. 5, 10 y 17 de la referida norma imponen a los municipios la obligación de recabar autorización para la realización de cualquier acto de disposición, así como de todo trabajo u obra sobre los bienes de su dominio público o privado que hayan sido declarados integrantes del patrimonio cultural de la Provincia. 

Queda claro así que tal presupuesto resulta solamente de aplicación en los casos en que exista una calificación previa de incorporación al patrimonio cultural de la provincia, circunstancia ésta que no sólo no se acreditó sino que ni tan siquiera ha sido alegada por la actora.

Tampoco resulta aplicable en la especie el decreto provincial 5839/1989, el cual está destinado solamente a los funcionarios públicos provinciales y en relación a los bienes del dominio del Estado bonaerense y entidades descentralizadas, empresas y sociedades del mismo, cualquiera sea su naturaleza jurídica excediendo el marco de aplicación al presente. Igual suerte sigue el decreto nacional 1063/1982, pues el mismo se refiere, en iguales términos que el anterior, a los funcionarios y bienes del Estado nacional.

Basta ahora para fundar mi conclusión destacar que el restante basamento de la Cámara se asienta en que "el inmueble o parte del mismo podría ser susceptible de protección ante el posible valor cultural e histórico" (considerando XII, primer párrafo del voto del doctor Saulquín; el subrayado me pertenece), con lo que queda claro que aún para el propio sentenciante la decisión del municipio de no realizar acciones tendientes a preservar el bien distaba de ser manifiestamente arbitraria.

IV. En el caso, no se ha demostrado que la Administración comunal, en forma palmaria, manifiesta, notoria ‑ tal como lo exige la vía elegida ‑ haya violado las normas que regían su actuación o haya violado los derechos a la salud o a la preservación del patrimonio cultural o histórico.

Tiene decidido este Tribunal (Ac. 86.131, en sentencia del 12‑V‑2004, entre muchas otras) que la admisibilidad del carril del amparo se halla condicionada a la existencia de un acto, hecho u omisión, que en forma actual o inminente, lesione, restrinja, altere o amenace el ejercicio de derechos o garantías constitucionales con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta (conf. arts. 43, Const. nac. y 20 inc. 2, Const. prov.).

De allí que la ruptura del orden jurídico debe aparecer de modo claro y manifiesto. No basta, por consiguiente, que el proceder denunciado entrañe la restricción de alguna libertad constitucional. Se requiere, además, que el acto carezca del mínimo respaldo normativo tolerable para subsistir como tal; o dicho en otros términos, que haya surgido al margen del debido proceso formal, que constituye el fundamento de validez de toda norma jurídica (Morello, Augusto M.; Vallefín, Carlos A., "El amparo. Régimen Procesal", pág. 29).

Para que una acción de amparo resulte procedente, la arbitrariedad o ilegalidad del acto contra la que aquélla se dirige deben evidenciarse en forma manifiesta, o sea de un modo descubierto, patente, claro, ostensible, palmario, notorio, para no hacer del amparo el vademécum que solucione todos los problemas, subsumiendo las vías procesales en sólo una, cuando la Constitución y las leyes marcan distintos derroteros. El amparo es una herramienta útil, pero no para cualquier situación (conf. B. 58.002, sent. del 6‑X‑1998).

La exteriorización que no revista esa indiscutible patencia y que en todo caso pueda resultar meramente opinable excluye el carácter manifiesto de la arbitrariedad o ilegalidad y por ende la viabilidad del amparo, de modo que la nota fundamental de este instituto no está dada propiamente por la inexistencia de discusión en torno al derecho invocado por el impetrante, sino por la indiscutibilidad de la pretensión enjuiciada (conf. Ac. 75.817, sent. del 11‑IX‑2002, por mayoría).

Ello resulta esencial en las presentes actuaciones, donde entiendo que tales notas configurantes de la vía elegida no se hallan presentes.

V. Por los fundamentos expuestos y con el alcance indicado, juzgo que debe hacerse lugar al recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley, revocándose la sentencia impugnada y rechazándose la demanda interpuesta.

Con el alcance indicado, doy mi voto por la afirmativa.

Con costas al vencido (arts. 25 de la ley 7166 y 289 del C.P.C.C.). 

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Negri dijo:

I. Coincido con la solución propuesta por la colega que vota precedentemente, respecto a la insuficiencia de la impugnación recursiva en los agravios vinculados con la falta de legitimación activa de la parte actora y al plazo de caducidad de la acción deducida, motivo por el cual adhiero a dicha parcela de su voto, y a la relación de antecedentes por ella efectuada. 

II. En cuanto al fondo del asunto, considero que el recurso no puede prosperar.

En tal sentido advierto que el recurrente no ha logrado descalificar uno de los argumentos autónomos del fallo impugnado, esto es la falta de adopción por parte del municipio demandado de los recaudos tendientes a evaluar con carácter oficial el posible valor histórico cultural del bien en cuestión.

III. Las constancias obrantes en la causa dan cuenta de las siguientes circunstancias.

1. Con fecha 18 de diciembre de 2003, el Concejo Deliberante de la Municipalidad de San Isidro sancionó la Ordenanza 7972, mediante la cual se dispuso la desafectación del uso Público municipal y se autorizó al Departamento Ejecutivo a la venta del inmueble en el que funcionara el Hospital de San Isidro, sito en la calle Juan José Díaz 818, de San Isidro (art. 1).

Por decreto 35/2004, el Intendente municipal de ese mismo partido promulgó, el 7 de enero de 2004, la citada Ordenanza.

El decreto 503/2004, dictado el 17 de marzo de 2004, dispuso el llamado a la licitación pública 06/04, para la venta del aludido inmueble.

2. El día 19 de abril de 2004, vecinos de la localidad de San Isidro realizaron una presentación ante el H. Concejo Deliberante mediante la cual solicitaron la declaración como bien de interés histórico‑testimonial del citado inmueble. Pidieron además que se dejara sin efecto toda medida que implicase su destrucción.

En dicha petición alegaron que, atento la nacionalidad de su constructor, el arquitecto Ernesto Bunge, la embajada alemana podría ofrecer ayuda financiera para su restauración, en caso que la pretendida declaración se concretara. Adjuntaron copia de un e‑mail enviado por el Consejero Cultural de tal entidad.

Manifestaron tener conocimiento respecto a un programa para la preservación de edificios emblemáticos de los municipios, vigente en el ámbito del Gobierno de la Provincia de Buenos Aires, donde se brindaría, además, asistencia técnica y financiera.

Advirtieron la existencia de 9381 firmas de vecinos, (agregadas al expte. 6324‑A), en las cuales aquéllos expresaron su voluntad para que el predio no se vendiese.

A tal presentación adjuntaron una nota periodística referida al Plan para preservación de edificios históricos, implementado a través del decreto 132/2004.

Acompañaron también copia del requerimiento efectuado con fecha 10 de marzo de 2004, por diputados provinciales pertenecientes a los bloques MST‑Izquierda Unida, Partido Justicialista e Izquierda Unida, dirigido al Director de Museos, Monumentos y Sitios Históricos de la Provincia de Buenos Aires, en el que se le solicitaba opinión fundada del organismo a su cargo respecto del inmueble en cuestión, a efectos de evaluar su posible protección, conforme las disposiciones de la ley 10.419.

El Director respondió dicho pedido, el 7 de abril de 2004, expresando que, de conformidad con el informe elaborado por profesionales del Departamento preservación ‑luego de la visita de reconocimiento y evaluación de dicho inmueble‑ se recomendaba la posibilidad de declaratoria como bien de interés histórico testimonial. 

A fs. 192/195 luce copia de un proyecto de ley presentado por el Bloque Partido Justicialista del H. Concejo Deliberante, para que se declare al inmueble Monumento Histórico provincial, de conformidad con las prescripciones de la ley 10.419.

IV. La prueba rendida en autos deja en evidencia de este modo que ante las diversas manifestaciones concordantes en cuanto a su valor histórico y cultural, las autoridades municipales omitieron arbitrar medidas conducentes a comprobar fehacientemente dicho supuesto.

El art. 41 de la Constitución nacional establece, en lo que resulta aplicable al caso de autos, que "... las autoridades proveerán ... a la preservación del patrimonio natural y cultural...".

A su vez, la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, dispone en su art. 44 que: "La Provincia preserva, enriquece y difunde su patrimonio cultural, histórico, arqueológico y urbanístico y protege sus instituciones. 

La Provincia desarrollará políticas orientadas a rescatar, investigar y difundir las manifestaciones culturales, individuales o colectivas, y las realizaciones del pueblo que afirmen su identidad regional, provincial y nacional, generando ámbitos de participación comunitaria".

V. Ante esas disposiciones constitucionales, la actividad de los vecinos, las peticiones formuladas y los requerimientos a nivel legislativo, la conducta asumida por el municipio luce por lo menos precipitada. No se advierte en ella la motivación suficiente que habilite su convalidación.

Una elemental prudencia aconsejaba en una circunstancia así, extremar las medidas de resguardo habida cuenta que una vez destruido un valor histórico su restitución se vuelve totalmente imposible. 

Aun cuando referida a una situación distinta, cabría recordar en este punto la antigua admonición: "No se puede quitar aquello que no se puede devolver".

El decreto 54/2004, dictado varios meses después de promovida esta causa con el manifiesto propósito de legitimar lo actuado, no alcanza a sanear esa precipitación.

VI. Los restantes agravios, relativos al destino que debe darse al inmueble, quedan desplazados habida cuenta de cómo se resuelve el recurso. 

Voto por la negativa.

Costas a la vencida (arts. 25, ley 7166 y 289, C.P.C.C.).

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Genoud dijo:

I. Adhiero a la solución que propone la señora Jueza doctora Kogan en lo referente al tratamiento del agravio sostenido frente a la legitimación activa de la amparista, como también en lo que ocupa al plazo de caducidad de la acción intentada (cfr. doctr. causa B. 65.045, "Precario", sent. 30‑VIII‑2006).

II. Sin embargo he de apartarme de los razonamientos efectuados por la citada magistrada en lo atinente al núcleo del conflicto.

1. El día 8‑VIII‑1928 la Inspección de Sociedades Jurídicas provincial aprobó la reforma de los estatutos de la Sociedad Socorros, entre cuyos bienes se encontraba el viejo hospital (conf. art. 2). Asimismo en el art. 22 del citado estatuto se determinó que "en caso de disolverse esta Sociedad, sus bienes nunca podrán ser destinados a otro fin que para el que ha sido fundada, designándose previamente quién los administrará".

El decreto 243/1952 dio por finalizada la intervención de la asociación, encomendando a la Municipalidad de San Isidro la Administración de la citada entidad hasta tanto se resolviera el definitivo destino de sus bienes y estableció que, en uso de la facultad conferida por el art. 50 del Código Civil, se designaba a la Municipalidad citada destinataria de los bienes que constituían el patrimonio social de la aludida institución, respetando la previsión del art. 22 de su cuerpo estatutario.

Posteriormente, en el año 1955 fue dictada la ley 5835, a través de la que se dispuso que los bienes, acciones y créditos pertenecientes a la entidad Sociedad Socorros de San Isidro, cuya personería jurídica había sido cancelada por decreto 9885/1951, pasarían a integrar el patrimonio de la Municipalidad de San Isidro.

Más recientemente la Ordenanza 7972/2003 desafectó del uso público municipal el referido inmueble y autorizó al Departamento Ejecutivo a su venta mediante licitación pública, la que se instrumentó a través de los decretos 503/2004 y 575/2004 que llamaron a la correspondiente licitación pública.

Finalmente el decreto 884/2004 adjudicó el inmueble en cuestión.

2. No encuentro desavenencias entre los litigantes en cuanto a los antecedentes que destacan a favor de cada una de las posiciones sostenidas en este juicio. Tampoco las hay acerca del relato que de los mismos efectúa la Cámara actuante.

Por el contrario, entiendo que una importante porción de la discusión se estructura a partir de la interpretación que de los mismos concretan en autos las partes.

II. 1. Sin embargo, considero prudente señalar ciertos detalles de la gestión mediante la cual el inmueble perteneciente a la Sociedad Socorros de San Isidro pasó a integrar el patrimonio municipal.

En efecto, acordada la ausencia de discusión del material histórico sobre el que se estructura el examen, advierto ‑por un lado‑ que el decreto 243/1952 además de resolver sobre la extinción de la entidad mencionada, asignó la administración del bien en litigio a la comuna accionada.

Asimismo el citado decreto, para así decidir, invocó la facultad conferida por el art. 50 del Código Civil.

Corresponde añadir que en el mismo acto se designaba a la Municipalidad citada destinataria de los bienes que constituían el patrimonio social de la aludida institución, respetando la previsión del art. 22 de su cuerpo estatutario.

La ley 5835 determinó que los bienes y derechos de la entidad disuelta integrarían el patrimonio de la Municipalidad de San Isidro, sin especificar otro detalle. Allí es donde la comuna accionada centra su defensa en ausencia de toda condicionalidad, patentizada en la ley que asignó el inmueble.

2. Un discreto análisis indica que con anterioridad al dictado de la ley ‑sobre cuya base se escuda el municipio‑ el decreto apuntado había asignado a la demandada la administración del inmueble sujeto a la condición del art. 22 del estatuto de la sociedad desaparecida.

Por ello surge con evidencia que al tiempo de resolver la Legislatura provincial, la accionada conocía la alternativa que le planteaba la disposición estatutaria.

Tampoco se ha invocado acto alguno de parte de la comuna de San Isidro que manifestara en la aceptación de la transmisión del bien o formulara reparos a la cláusula establecida, o bien Ordenanza alguna que lo afectara al dominio municipal, dándole un destino.

3. Desde otra perspectiva el decreto 243/1952 invocó para disponer sobre el objeto en litigio, las facultades que le brindaba el art. 50 del Código Civil.

Estoy de acuerdo con que la situación planteada a partir del retiro de la personería jurídica de la entidad imponía un proceder de acuerdo a tal disposición, ante la falta de previsión en los estatutos.

Sin embargo, el ejercicio de dichas potestades exigía la declaración judicial de bienes vacantes, quedando impedido el Poder Ejecutivo de liquidar el patrimonio de esa persona jurídica por una resolución administrativa (cfr. Alberto J. Bueres, Elena I. Highton "Código Civil", tomo I, pág. 433; Augusto C. Belluscio, Eduardo A. Zannoni "Código Civil", tomo I, pág. 267).

La herencia vacante, tal como se presenta en el caso, se concreta cuando al fallecimiento del causante, ningún sucesor legítimo o testamentario consolida su vocación y por ende los bienes no son atribuidos a título universal, a titular alguno. La reputación de vacancia, en su primera etapa, permite al Estado promover el proceso sucesorio cuando no se tenga la certidumbre absoluta sobre la existencia de sucesores legítimos o testamentarios. En virtud de tal reputación, se nombra un curador a los bienes relictos previa publicación de los edictos ordenados por el art. 3539 y siempre que no se hayan presentado pretendientes a la herencia. La declaración de vacancia es el segundo momento, consecuencia del anterior e implica la entrega de los bienes o la transferencia de su producido al Fisco (Eduardo Zannoni, "Derecho de las Sucesiones" t. II, págs. 156/9, 921 y 923).

No resulta baladí añadir que a tal decisión judicial les son atribuidos efectos constitutivos, como requisito para la transferencia de los bienes y para colocarlos en la situación del art. 2342 del Código Civil.

4. Pienso que la omisión de tal detalle no es una temática menor, sino que explica de manera acabada las condiciones en que el inmueble se incorporó al patrimonio municipal.

En efecto la ausencia de una sentencia que declarase el estado de vacancia no impidió que la ley 5835 asignara a la comuna el inmueble, o bien que ésta la aceptó sin reparos, desarrollando por más de 40 años actividades relacionadas con la salud pública.

Tal aserto no es hábil para sostener que la Provincia de Buenos Aires o el municipio adquirieron de un modo normal la propiedad del inmueble. Es decir, no se obtuvieron los bienes por vacancia ‑requisito para la incorporación al art. 2342 del Código Civil‑ sino que fueron asumidos de un modo diverso.

III. 1. Entiendo, por tanto, que es innegable que el inmueble integró el patrimonio de la Municipalidad de San Isidro, quien lo administró antes de ello con el destino que fijaran los estatutos de la sociedad extinguida, pero lo relevante del caso ‑a mi entender‑ es determinar con qué extensión ejerció y ejerce esa titularidad. Es decir si ostenta un dominio pleno y extenso o bien si éste se encuentra limitado por el modo particular en que fue adquirido.

Enfrentado entonces a tan difícil dialéctica, he de inclinarme por la segunda de las hipótesis planteadas.

La inexistencia del juicio de vacancia y la posterior incorporación sin reparos al patrimonio municipal, indican que la comuna resulta ser un sucesor no originario del inmueble.

Es decir, tales deficiencias condujeron a sustituir al propietario ‑la sociedad en cuestión‑ por la comuna demandada, sin haberse separado ‑mediante la sentencia de vacancia‑ ambas titularidades, lo que concreta una suerte de continuador el uno del otro.

2. Siendo ello así, es claro ‑desde la vertiente que propongo‑ que la condición inserta en el art. 22 del estatuto social perdura y debe serle impuesta a la Municipalidad de San Isidro.

En tales condiciones, cobra relevancia la premisa del art. 3270 del Código Civil, la que deviene aplicable al caso.

3. No siendo el municipio un titular originario del inmueble, sino que lo adquirió de una forma diversa, no puede válidamente soliviantar la carga que le impuso el art. 22 de los estatutos de la sociedad extinguida.

IV. La conclusión arribada desplaza el tratamiento de los demás agravios vertido en el recurso de inaplicabilidad de ley en tratamiento.

V. Por las razones brindadas, el recurso no puede prosperar. Voto por la negativa.

Costas por su orden (art. 68, 2da. parte C.P.C.C., aplicable por art. 20, ley 7166).

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Hitters dijo:

I‑ Adhiero al relato de antecedentes, desarrollo argumental y solución propuesta por mi distinguido colega, doctor Pettigiani, aunque con los alcances y precisiones que a continuación formulo.

II‑ El a quo desestimó las defensas liminares opuestas por la comuna accionada e hizo lugar a la pretensión amparista, utilizando dos fundamentos: i) la ilegitimidad derivada de haber prescindido del "espíritu" del art. 22 del Estatuto a la hora de dar destino al producido de la venta del inmueble, teniendo en cuenta que aquél establecía que en caso de disolverse la Sociedad, sus bienes nunca podrían ser destinados a otro fin que para el que ha sido fundada (asistencia a los menesterosos) y ii) la omisión en consultar a la Comisión Provincial de Patrimonio Cultural sobre el hipotético valor histórico cultural del "viejo hospital" San Isidro. 

III‑ a) En relación con el agravio vinculado a la falta de legitimación activa, coincido con el doctor Pettigiani en la insuficiencia de la queja. Esta Corte ha señalado reiteradamente que el recurso de inaplicabilidad de ley es técnicamente insuficiente cuando no identifica claramente qué ley o doctrina legal reputa erróneamente aplicadas o violadas por el fallo apelado. Y menos aun todavía, cuando no intenta demostrar cómo se materializan esas supuestas infracciones (art. 279 in fine del C.P.C.C.; doct. B. 68.138, "Domínguez", sent. 23-XI-2005).

b) En cuanto a que la decisión de promover el juicio no emanó de la Comisión Directiva del Centro, así como que su Presidente, señora Goncalbes Bentes, no tenía facultades para representar a la asociación, comparto que, por su novedad, tales planteos resultan inabordables en esta instancia extraordinaria.

c) En punto al agravio relativo a la caducidad de la acción de amparo, el desarrollo formulado por el doctor Pettigiani en los puntos II.2., 2.1 y 2.2 y 2.4, que hago propios, resultan suficientes para su desestimación.

IV‑ En lo concerniente al denunciado déficit en el iter de formación de la Ordenanza 7972/2003, por no haberse consultado a la Comisión Provincial de Patrimonio Cultural sobre el hipotético valor histórico cultural del "viejo hospital" San Isidro, coincido con el doctor Pettigiani en que dicha exigencia se encuentra prevista para aquellos bienes que ya han sido declarados integrantes del patrimonio cultural de la Provincia (arts. 5, 10 y 17 ley 10.419), supuesto que no se configura en autos. 

Por lo demás, también adhiero al desarrollo que mi colega formula en relación al ámbito subjetivo y objetivo de aplicación de los decretos 5839/1989 y 1063/1982 (nacional y provincial, respectivamente).

Tales consideraciones dejan en falsete la primera base argumental de la sentencia impugnada (punto XII voto del doctor Saulquin, desarrollo adicional que sobre la temática formula la doctora Bezzi).

V‑ Cabe ingresar, finalmente, en la consideración del agravio traído por el quejoso, en cuanto a que la ley 5835, que traspasó el inmueble al municipio de San Isidro, nada dice respecto al objeto al que debía ser aplicado el bien en cuestión.

i) En primer lugar, se encuentra fuera de discusión que mediante ley 5835 se dispuso que: "Los bienes, acciones y créditos pertenecientes a la entidad Sociedad Socorros de San Isidro, cuya personería fue cancelada por decreto del Poder Ejecutivo número 9.885 de fecha 28 de mayo de 1951, pasarán a formar parte del patrimonio de la Municipalidad de San Isidro".

El a quo no ha puesto en crisis el efectivo traspaso del bien. Asi, en el inicio del punto VIII, el doctor Saulquin ‑voto al que adhiriera la doctora Bezzi‑ expresa: "... En el caso de autos, los bienes de la Sociedad de Socorros de San Isidro pasaron a formar parte del patrimonio del municipio conforme lo dispuesto en la ley 5835, por aplicación del segundo párrafo del artículo citado. Es que como advertí ut supra, si bien el estatuto de la sociedad estipuló en el artículo 22 el destino teleológico o funcional de los bienes en caso de disolución, no indicó en forma expresa un sucesor determinado para dicho supuesto. Ello llevó a la situación de vacancia del bien que determinó el dictado de la ley citada...".

Esto tampoco ha sido objeto de discusión entre las partes, por lo que, en los términos en que se encuentran planteados los agravios, no corresponde al Tribunal pronunciarse al respecto.

ii) La segunda base argumental desarrollada por la Cámara para definir la procedencia de la acción intentada se apontoca en la falta de consideración del "espíritu" que emana del art. 22 del Estatuto de la sociedad disuelta, en conexión con el interés público en el bien jurídico tutelado (salud).

En tal sentido, el a quo destaca que si bien dicha manda no puede ser interpretada en el sentido que el bien inmueble deba quedar afectado sine die a aquellos fines, sí es exigible que el patrimonio en sí y/o el producido de tales bienes debe destinarse a cumplir el fin teleológico o funcional que inspiró el objeto de la sociedad. Teniendo en consideración que el municipio dispuso que la suma obtenida por dicha venta sería destinada a la finalidad 3, programa 4 (obras públicas) del presupuesto general de gastos, concluye que la desafectación del uso público y sucesión de actos para la venta del inmueble resultan ilegítimos.

iii) Un doble orden de razones me convencen del error de juzgamiento en que incurre la Cámara.

a) En primer término, tal como lo señala el doctor Pettigiani, correspondió a la Legislatura provincial la atribución exclusiva y excluyente para fijar el objeto de los bienes (art. 50 del Código Civil), lo que efectuó mediante el dictado de la ya aludida ley 5835.

Dicha determinación fue adoptada por el órgano legislativo aún frente al señalamiento formulado por el Gobernador en el decreto 243/1952, por el cual ‑al tiempo de darse por finalizada la intervención de la asociación y encomendar a la Municipalidad de San Isidro la Administración de la entidad hasta tanto se resuelva el definitivo destino de sus bienes‑ se dispuso remitir las actuaciones a la Legislatura "... expresando los deseos de este Poder Ejecutivo que, en uso de la facultad conferida por el art. 50 del Código Civil se designe a la Municipalidad de San Isidro destinataria de los bienes que constituyan el patrimonio social de la aludida Institución, respetando la previsión del art. 22 de su cuerpo estatutario". 

b) Aún considerando tal pauta teleológica, lo cierto es que la Municipalidad de San Isidro ha construido un nuevo Hospital, transfiriendo allí los servicios que otrora se prestaran en el antiguo. En definitiva se advierte satisfecho el interés público en materia de salud.

Por lo demás, como también lo señala el mencionado colega en su voto, la asignación del producido de la venta del inmueble a la finalidad 3, programa 4 (obras públicas) del presupuesto general de gastos, no importó de por sí sustraer dichos fondos del mentado destino, por cuanto el desarrollo de las obras de infraestructura en materia sanitaria, al tiempo de postergar otras necesidades, pudo realizarse contemplando el recupero que la disposición del bien asiento del "viejo hospital", una vez desafectado, pudiera representar.

VI‑ Por lo expuesto el recurso debe ser acogido.

Voto por la afirmativa.

Costas a la vencida (arts. 25, ley 7166; 289, C.P.C.C.).

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor de Lázzari dijo:

I. En relación al planteo de falta de legitimación activa de la actora y al plazo de caducidad de la acción deducida adhiero al voto del señor Juez doctor Pettigiani y en consecuencia doy mi voto por la negativa.

II. En cuanto al fondo de la cuestión por razones de brevedad doy por reproducidos los antecedentes expuestos en los votos precedentes.

Considero que el recurso no es procedente, aunque por motivaciones diversas a las expuestas por los doctores Genoud y Negri. 

El núcleo de discusión radica en determinar cual será o debería ser el destino de los bienes de la Sociedad de Socorros San Isidro, cuya personería jurídica fue cancelado por decreto 9885/1951, previa intervención del Estado provincial a la misma.

Posteriormente y finalizada la intervención, por decreto 243/1952 se encomienda a la Municipalidad de San Isidro la administración hasta que sea resuelto el definitivo destino de sus bienes (art. 2). Ordenó asimismo la remisión de las actuaciones a la Legislatura, expresando los deseos del Poder Ejecutivo de que en uso de la facultad conferida por el art. 50 del Código Civil, se designe a la Municipalidad destinataria de los bienes, respetando la previsión del art. 22 del cuerpo estatutario (art. 3). Por ley provincial 5835 se dispuso que los bienes pertenecientes a la Entidad Sociedad de Socorros de San Isidro, pasaran a formar parte del patrimonio de la Municipalidad.

Antes de desarrollar los fundamentos de mi voto dejo aclarado que estamos en presencia de una situación particular, con ribetes distintivos, en lo atinente a las asociaciones, su disolución y liquidación.

Del juego de los textos legales y estatutarios vinculados con la problemática que resulta de este caso importa señalar:

a) Del art. 1 del Estatuto surge que "la Sociedad de Socorro San Isidro, erigida en persona jurídica el 9 de agosto de 1889, es una Sociedad de Caridad, fundada el 9 de diciembre de 1872. Su objeto es socorrer a los menesterosos del partido, administrar los establecimientos a su cargo y los fondos que le confían las leyes y la generosidad de los particulares".

Por su parte el art. 22 dispone que: "En caso de disolverse esta Sociedad, sus bienes nunca podrán ser destinados a otro fin que para el que ha sido fundada, designándose previamente quien los administrará".

Es así que la finalidad de la asociación constituye el móvil de su creación y la razón de ser de su existencia. Interesa que el objeto de la entidad quede expresamente establecido en el estatuto de manera clara, a fin de que la voluntad de quienes le dieron origen no resulte desvirtuada.

El art. 33 del Código Civil, apartado 2 exige a las asociaciones la presencia de un objeto: el "bien común", de esta manera guarda relación con la personería jurídica y el interés colectivo (Salvat, "Derecho Civil Argentino", Buenos Aires, 1931, t. I., paragr. 1207).

El objeto de bien común exigido por la ley configura la razón misma, la justificación de la exigencia jurídica de estas entidades, que precisamente porque persiguen ese fin es que debe reconocérseles personería. Con otras palabras: el requisito de objeto de bien común, es esencial a toda asociación civil, su razón de ser y su objetivo a alcanzar. Así fue concebido originariamente este tipo de instituciones y así llega a nuestros días, así lo entendió Vélez Sarfield y la doctrina mayoritaria argentina, de igual modo que oportunamente lo hiciera la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación y jurisprudencia administrativa. En efecto al interpretar el sentido del citado art. 33, el Máximo Tribunal ha expresado que "el bien común es el bien estatal, es decir, el objeto de la asociación tiene que poseer en sí mismo una incidencia directa sobre el bien común que mueva al Estado a otorgarle una calidad determinada, esto es, la autorización para funcionar. En otros términos, al reconocer el Estado la especial incidencia que sobre el bien común tiene el objeto societario, lo asume como propio otorgando la autorización para funcionar" (Fallos C.S.J.N, 314:1564; 295:157, consid. 9; 179:113, sentencia del 30 de diciembre de 1998 en "Agupación Argentina de Inquilinos Asociación Civil c/I.G.J. C‑ Nº 1.641.991 s/personería jurídica" Cám. Nac. Civil, Sala I, julio 12, 1990, "Comunidad Homosexual Argentina", "La Ley", t. 1990‑E, 136; A. 2036. XL, "Asociación Lucha por la Identidad Travesti ‑Transexual c/Inspección General de Justicia", 21-XI-2006 t. 329, P. 5266 ; C. 526. XXIII y (I) C. 474. XXIII).

Incluso, en este mismo orden, se ha sostenido que una asociación civil que traduce en su objeto una finalidad de bien común o bienestar social "no cabe duda de que está participando, siquiera sea mediatamente, en las funciones del Estado" y en tales razones debe buscarse la justificación legal de que las asociaciones sean reconocidas como tales (LOPEZ‑NIETO Y MALLO, Francisco, "La ordenación legal de las asociaciones civiles", Dykinson, Madrid, 1995, pág. 215).

La asociación puede tener una gama muy amplia de objetivos: sociales, artísticos, morales, políticos, culturales, deportivos, recreativos, asistenciales, benéficos. O bien fines educacionales, mutualistas, religiosos, científicos, gremiales, de fomento edilicio o defensa de sectores empresariales, profesionales, etcétera. Sin embargo, en todos ellos existe una característica que permanece constante, imprescindible, que define nítidamente la esencia de la asociación: el "bien común". Realizar ese bien común es la misma razón de ser del grupo "asociacional". 

b) Hasta aquí observo que la Sociedad de Socorro San Isidro, cumplió con su destino, fin u objeto, a través del Viejo Hospital, cuyo inmueble desata el presente conflicto. Ese destino surge expresamente del Estatuto, el que constituye su ley fundamental, sabiendo quienes la integran que deben quedar subordinados a sus disposiciones, habida cuenta que uno de los caracteres de sus normas consiste, precisamente en su imperatividad (conf. Páez, El derecho de las Asociaciones; nº 55, pág. 145; Belluscio, Código Civil comentado, t. 1, pág. 183, mº 2, ap. II; CNCiv. Sala F, c. 16497 del 30‑X‑1985, misma Sala, 21‑II‑1995 c. 159.420.

Como se adelantara supra, no debe perderse de vista que conteniendo los estatutos la organización fundamental de la asociación, una suerte de «Ley Fundamental o Constitución» ‑como decía SANCHEZ ROMÁN‑ «en los estatutos está la entraña de la asociación» (Sofía de SALAS MORILLO, «Las Asociaciones Sin Ánimo de Lucro en el Derecho Español, Centro de Estudios Registrales, 1999, pág, 502)‑, quienes ingresan en ella, quienes lo pretenden y quienes desean pertenecer a ella, «tienen derecho a que las reglas del juego en el que aceptan o aceptaron participar se cumplan hasta el final» (ob. citada).

c) Ahora bien, interesa vislumbrar cuál es el destino posible de los bienes una vez disuelta, cancelada o acabada la entidad.

El art. 50 del Código Civil reza: "Disuelta o acabada una asociación con el carácter de persona jurídica, los bienes y acciones que a ella pertenecían, tendrán el destino previsto en sus estatutos; y si nada se hubiese dispuesto en ellos, los bienes y acciones serán considerados como vacantes y aplicados a los objetos que disponga el Cuerpo Legislativo, salvo todo perjuicio a tercero y a los miembros existentes de la corporación".

De esta manera y del juego armónico de la normativa que se viene analizando se desprende que una vez extinguida la asociación (adviértase que la norma habla no solo de "disuelta" sino también de "acabada"), los bienes tendrán el destino previsto en su estatuto (art. 50 C.C). Por lo tanto, a estar al art. 22 del mismo cuerpo estatutario esos bienes nunca podrán ser destinados a otro fin diverso al tenido en mira por la institución, que según el su art. 1º consiste en la asistencia a los menesterosos. 

Como consecuencia de lo expresado no dudo en afirmar que en este caso puntual debe subsistir y cumplirse con lo establecido en el estatuto que es la regla fundamental de la vida de la asociación.

Recordemos que conforme el art. 50 del Código Civil los bienes existentes al tiempo de la disolución de la entidad solo serán considerados vacantes si nada se hubiere dispuesto en los estatutos.

d) Este aspecto es fundamental para la solución de la litis. En efecto, la vacancia y la libre disponibilidad de los bienes solamente cobran vigencia en tanto el Estatuto no esclarezca el destino de los mismos. Si, como ocurre en el caso, esa norma fundamental contiene directivas expresas al respecto, a ellas hay que atenerse.

Y aquí es necesario efectuar algunas precisiones. Tenemos dos ámbitos diferentes que no pueden ser confundidos. El primero atañe al destino de los bienes de las asociaciones que, a estar a los dispuesto en el tantas veces recordado art. 50 del Código Civil puede estar previsto en los estatutos o bien mantenerse indeterminado por falta de previsión de estos últimos. El segundo plano es el de la persona o personas que tendrán a su cargo la realización de esos bienes, tanto en el supuesto en que el estatuto haya previsto el destino como en la hipótesis de que nada haya establecido al respecto. Son dos órdenes de cuestiones distintas. Bien puede darse que la carta fundamental de la asociación regule ambos extremos, sólo alguno de ellos o ninguno. En el caso hizo lo propio con el primero (el destino de los bienes) mas no profundizó sobre el segundo. En realidad incorporó una cláusula (el art. 22 del estatuto), en la que se fijó el destino, complementando con la siguiente advertencia: "designándose previamente quien los administrará" (los bienes).

De allí que no podamos englobar indiscriminadamente ambos extremos propiciando que ante la falta de precisión sobre cualquiera de ellos indistintamente se imponga la solución de la vacancia. Este último camino, reitero, exclusivamente se torna aplicable ‑siempre a estar al art. 50 del Código Civil‑ cuando las omisiones del estatuto se refieran a indeterminación sobre el destino de los bienes.

A todo esto, el desarrollo histórico revela que "acabada" la asociación, la ley provincial 5835 traspasó dichos bienes a la Municipalidad sin mayores aclaraciones. Entiendo que esa adjudicación ha podido satisfacer el segundo de los aspectos (lo que el estatuto denomina "designación de los administradores"), mas no alterar la télesis del primero. Es la propia conducta de la Municipalidad durante cincuenta años la que revela claramente que se siguió atribuyendo a los mismos exactamente la finalidad prevista en el estatuto.

e) Esto no significa que el municipio de San Isidro haya estado obligado a perpetuidad a mantener el Viejo Hospital, más aún si ha construido otro que satisface las necesidades del distrito. Estamos hablando de otra cosa: bien podría el municipio disponer del predio, pero el producido de esa enajenación, en virtud de lo expuesto precedentemente debe continuar afectado al destino previsto en los estatutos. Es decir, el dinero ingresado a través de la venta por licitación publica del Viejo Hospital, debe imputarse a la partida presupuestaria que coincida con aquella finalidad. 

Esta circunstancia no consta en el expediente; sino más bien surge lo contrario, en tanto los montos resultantes fueron imputados a la partida Obras públicas (ver fs. 15 y 16).

En consecuencia en autos se advierte que el orden jurídico se ve afectado por el incumplimiento de las normas legales vigentes, pudiendo afirmar que nada contraría más el interés social que la propia trasgresión del estatuto social y el Código Civil, por parte del municipio.

Que en este entendimiento queda sellada la suerte adversa siendo innecesario el tratamiento de las restantes cuestiones planteadas.

Voto por la negativa. Costas por su orden (art. 68, 2 parte, C.P.C.C., aplicable por art. 20, ley 7166).

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Soria dijo:

1. Adhiero a la solución que propician los votos de los doctores Kogan, Pettigiani e Hitters, en especial, a los argumentos expuestos por estos últimos, con el alcance que resulta del presente.

a. En orden a la tempestividad de la acción, estimo que los votos que anteceden responden acabadamente el planteo de la recurrente.

b. A propósito de la falta de legitimación de la actora para promover este amparo coincido parcialmente con mis colegas en cuanto postulan la insuficiencia del recurso deducido. 

i. Es que en un punto acierta el quejoso al cuestionar la aptitud para accionar del Centro para la Cultura y Participación Brazos Abiertos, en tanto esta institución no puede válidamente hacerlo en defensa de la incolumidad del "destino" o "afectación" del inmueble en que funcionaba el Viejo Hospital de San Isidro con base en lo dispuesto por los arts. 50 del Código Civil y 22 del estatuto de la antigua Sociedad de Socorros, por carecer de la mínima representatividad para ello. Esto lo ha intentado cuando en el escrito inicial cuestiona los actos municipales porque autorizan emplazar un complejo habitacional, lo cual, entiende, contradice "... el destino que históricamente tuvo dicho lugar, cuyo deseo ha sido plasmado por sus fundadores" (fs. 90 vta.), tras lo cual se da cuenta a fs. 92 vta. del mencionado art. 22 y del decreto provincial 243/1952.

Aparte de no haber planteado nada más, ni justificar la titularidad de semejante "derecho", el Centro tampoco estaba legítimamente habilitado para invocar al respecto algún interés digno de protección suyo o de terceros a quienes pudiera representar. Su objeto apunta a diversas actividades. Basta reparar en ellas para concluir que ninguna se relaciona o vincula, ni remotamente, con algún bien jurídicamente tutelado o alguna utilidad sustancial o instrumental (propios, de sus asociados o inherente a sus fines y objetivos), que pueda considerarse que han sido afectados por las decisiones municipales cuestionadas en autos o que pudieren verse favorecidos por su anulación, y, todo ello, en razón del destino acordado a los fondos provenientes de esa operación. 

ii. De acuerdo a su estatuto el objeto de la sociedad que promueve este amparo consiste en la realización de los siguientes menesteres: "... cursos de capacitación y perfeccionamiento a cargo de profesionales habilitados"; poner en funcionamiento un "... estudio jurídico gratuito a cargo de profesionales habilitados"; "... desarrollar actividades recreativas, culturales, manualidades, cursos, deportes"; "... organizar viajes y excursiones de carácter turístico, únicamente para asociados y sin fines de lucro"; "... relacionarse con entidades de iguales características y organismos ... públicos o privados para el logro de sus finalidades"; "... realizar espectáculos públicos concordantes con los fines sociales"; "... promover la participación de los socios con fines sociales y de ayuda comunitaria"; "... propiciar la formación de biblioteca popular en la zona"; "... participar de toda iniciativa a favor del mejoramiento moral e intelectual de niños, jóvenes y adultos"; "desarrollar un ambiente de cordialidad y solidaridad entre sus asociados..." (v. fs. 7). 

No hay ligamen entre ellos y la procurada custodia del sentido teleológico que otra entidad ajena y extinguida hace más de cincuenta años, cual fue la Sociedad de Socorros de San Isidro, hubo de proyectar al incluir en sus estatutos una cláusula como el ya referido art. 22. 

iii. Por otra parte, el cuestionamiento ante algún desvío en la consecución del fin estatutario contemplado en ese art. 22 o bien el debate en torno a los mecanismos de asignación del patrimonio de una entidad disuelta conforme al art. 50 del Código Civil, no configuran ni hacen nacer en cabeza de una sociedad civil como la actora derechos colectivos (art. 20 inc. 2, Const. pcial.); tampoco tienen que ver con la protección ante cualquier forma de discriminación, o la conferida a los derechos al ambiente, del usuario o el consumidor, ni con la tutela de derechos de incidencia colectiva en general (art. 43, C.N.). 

Ergo, quien ha incoado el amparo nada podría reclamar en ese plano ni, por ende, nada pudo serle válidamente concedido en la causa con título en la aludida cláusula o en la ley de fondo. 

iv. Como sostiene la Corte Suprema de Justicia de la Nación, de la norma contenida en el art. 43 de la Constitución nacional que, bajo ciertos recaudos, reconoce legitimación para promover el amparo a sujetos potencialmente diferentes de los afectados en forma directa por el acto u omisión lesivos, no se sigue la adjudicación a cualquiera de la automática aptitud para demandar; antes bien, es preciso verificar la existencia de una cuestión susceptible de instar el ejercicio de la jurisdicción, de forma que quien acude suscitando la jurisdicción demuestre ser portador de un interés jurídico suficiente o que los agravios expresados la afecten de manera suficientemente directa o sustancial, que posean concreción e inmediatez adecuadas a los fines de la incoación del amparo (Fallos 326:3007; más recientemente in re: Z.54.XLIV. Originario, "Zatloukal, Jorge c/Estado nacional s/amparo", sent. de 28‑V‑2008).

En la especie y en lo tocante a la observancia de los fines previstos en el art. 22 del estatuto social de la antigua entidad de Socorros de San Isidro, la amparista no exhibe ni expresa aquel tipo de interés ni un agravio diferenciado respecto de la situación en que se hallaría cualquier ciudadano o habitante; arg. Fallos 321:1352; 322:528; 326:3007; y sent. "Zatloukal", citado. Siendo ello así, y dado que, según se ha dicho, ese aspecto del asunto en manera alguna supone ejercer un derecho de incidencia colectiva, el reproche a la legitimación formulado por el municipio es pertinente mas sólo, insisto, en el punto antes referido. Un criterio adverso llevaría a acordar al Centro el derecho a promover una acción popular, uti cives, en un campo en que el ordenamiento no lo admite, ni lo ha previsto siquiera de modo indirecto. 

v. El gravamen relativo a la falta de legitimación debe ser acogido favorablemente en lo concerniente al tramo de la cuestión en debate al que he destinado las consideraciones que anteceden. Tan ostensible es la ausencia de legitimación activa de la sociedad actora que, en la especie, su declaración procede aún de oficio. Al órgano jurisdiccional incumbe verificar semejante requisito de la pretensión, para establecer si el asunto llevado a su conocimiento evidencia o no un caso o controversia (doct. C.S.J.N., in re D. 628.XXXVI, "Defensor del Pueblo de la Nación", sent. de 21‑VIII‑2003; íd. "Colegio de Fonoaudiólogos de Entre Ríos c. E. N. s/acción de amparo", sent. de 26‑VIII‑2003; más recientemente, in re "Zatloukal", cit.), condición necesaria para el ejercicio de la función jurisdiccional (C.S.J.N., Fallos 323:1339; doct. arts. 116 C.N.; 161 inc. 2, 171 y concs. Constitución provincial; cfr. doct. causa B. 67.594, "Gobernador de la Provincia", sent. de 25‑II‑2004; v. tb. mi voto en la causa B. 62.599, "Rusiani", sent. de 5‑IV‑2006). Va de suyo que dicho tratamiento oficioso exige suma prudencia y el cumplimiento de varios requisitos, entre otros: i] que no se esté frente a contiendas sobre derechos disponibles, ii] que sea ostensible la inexistencia de caso o la aptitud para accionar, iii] que la parte favorecida con esa declaración no haya articulado una defensa incompatible (arg. a contrario, Ac. 85.798, "V., C.J.", sent. 10‑VIII‑2005) y iv] que la definición del régimen jurídico material sobre la que se asienta el pronunciamiento que priva de aptitud para demandar, diste de ser un asunto pacífico y exhiba bastante complejidad.

vi. En síntesis, la demandante es una asociación entre cuyos fines no se encuentra directa ni indirectamente consagrada la protección del destino de los bienes de entidades como la extinguida Sociedad de Socorros de San Isidro. Mal puede serle reconocida, entonces, en el presente caso y en cuanto al tópico examinado atañe, legitimación activa (C.S.J.N. doct. Fallos 320:690; 323:1339; tb. A. 891. XXXVIII, "Asociación de Esclerosis Múltiple de Salta c/Ministerio de Salud ‑Estado nacional s/acción de amparo‑ medida cautelar", sent. de 18‑XII‑2003; M. 970. XXXIX, "Mujeres por la Vida ‑ Asociación Civil sin Fines de Lucro ‑filial Córdoba‑ c/E.N. ‑P.E.N.‑ M° de Salud y Acción Social de la Nación s/amparo" sent. de 31‑X‑2006; entre otras; S.C.B.A. Ac. 86.570, "Asociación Bonaerense de Televisión", sent. de 6‑VII‑2005), porque adolece de la representatividad adecuada para actuar como ente exponencial en defensa de los intereses que pudieran vincularse con aquella finalidad. Acotado de tal modo el examen del caso procede indagar acerca de la cuestión sustancial en debate.

2. Como surge de autos, la sentencia impugnada, en el voto que formó mayoría, ha declarado la ilegitimidad de los actos municipales controvertidos por dos motivos. 

a. En primer lugar, se sostiene, según se ha visto, que el patrimonio o el producido de la venta autorizada por la Ordenanza 7972/2003 no fue destinado al "fin teleológico o funcional" previsto en el art. 22 del estatuto de la Sociedad de Socorros, antigua propietaria del bien donde funcionaba el viejo hospital (fs. 268 y 268/vta.), desde que el art. 4 de dicha norma local dispuso que las sumas ingresadas se asignarían a la "... Finalidad 3 ‑Programa 4 (obras públicas) del Presupuesto General de Gastos" (fs. 268 vta.), lo que desvirtuaría aquel propósito estatutario y configuraría un obrar ilegítimo de la Municipalidad.

b. En segundo lugar, se afirma que la transferencia tiene por objeto un edificio que "... podría ser susceptible de protección ante el posible valor cultural e histórico [que posee]" (fs. 269). De ello y de las normas contenidas en los arts. 41 de la Constitución nacional y 28 de la Constitución de la Provincia, en la ley 10.419 y en el decreto 5839/1989 se infiere que la demandada ha incumplido el deber de "... requerir a la autoridad competente [refiriéndose a la Comisión Provincial del Patrimonio Cultural; art. 1º ley 10.419, texto según art. 34, ley 13.056] su previa intervención y autorización, a fin de observar las normas que en su caso, con relación a la conservación y preservación, pudiera recomendar dicho organismo" (fs. 269 vta.), trámite "previo e ineludible" no observado en la especie (fs. 269). 

El voto concurrente describe esa misma causal de invalidez como "... la omisión de efectuar las diligencias conducentes a determinar si el bien reviste valor histórico y cultural" (fs. 269 vta./270) y suma otras referencias normativas (arts. 41 y 43, C.N.; 20 inc. 2 y 44, Const. pcial.; 27 y 52, decreto ley 6769/58 y sus reformas).

c. Corresponde entonces determinar si como sostiene el a quo ha mediado arbitrariedad o ilegitimidad manifiestas en los actos impugnados, o bien si, tal cual aduce la Municipalidad, esas decisiones fueron adoptadas con arreglo a derecho o, al menos, carecen del carácter ostensible, palmario o patente cuya concurrencia es menester a la hora de estimar un amparo (arts. 20 inc. 2, Const. pcial.; 1, ley 7166 con sus reformas). Veamos.

3. En orden al motivo que el fallo esgrime con base en la cláusula tantas veces comentada del art. 22 del estatuto de la Sociedad de Socorros de San Isidro y a la pregonada obligatoriedad de la afectación asignada al inmueble del Viejo Hospital, me remito al punto 1.b. de este voto, que basta para descartar lo resuelto por el a quo. 

A mayor abundamiento, recuerdo brevemente que la ley 5835 ‑cuya validez no ha sido controvertida‑ no introdujo condicionamiento alguno al traspasar ese bien a la Municipalidad de San Isidro y que dicha norma prevalece sobre el decreto 243/1952. De otro lado que el municipio, lejos de desentenderse del servicio de salud, mantuvo para ese fin y por décadas al inmueble de la calle Juan José Díaz 818, anexándole parcelas vecinas. Además, construyó y puso en funcionamiento un nuevo hospital. Más allá de toda otra consideración de índole formal, la finalidad propugnada, de atender la salud pública, fue mantenida. 

Tal cual ha dicho el tribunal inferior, la Municipalidad no estaba compelida a mantener a perpetuidad el edificio del Viejo Hospital, ni a seguir brindando en él atención a la comunidad, ante la evidencia de haber erigido y puesto en funcionamiento un centro médico más moderno, como tampoco debía encomendar la gestión hospitalaria a una Comunidad Religiosa no obstante que ello se disponía en el estatuto de la antigua Sociedad de Socorros (v. art. 2, v. fs. 20). Deviene pues incongruente ‑y revela una extensión indebida del sentido atribuible al art. 50 del Código Civil‑ objetar el comportamiento municipal por no afectar el producido de la venta del inmueble a gastos en salud. Ese ingreso, en el mejor de los casos, hubiera sido una fuente más ‑una de tantas, ni la única o exclusiva, ni la más importante‑ de recursos. La hacienda local se integra primordialmente con las partidas consignadas en el presupuesto. En municipios como el demandado, el rubro salud (las obras, servicios, personal, bienes e insumos correspondientes a los programas que desarrollan de esa finalidad), adquiere significativa presencia, lo cual es de público y notorio. Y nada se ha alegado ni probado en autos como para cuestionar al municipio por haber descuidado los servicios locales de salud o que, con la no afectación de la referida venta esos servicios hayan quedado desfinanciados. 

Colofón: al margen de la perceptible falta de legitimación de la actora ‑que de suyo torna inviable reivindicar derecho alguno a la afectación del inmueble de la extinguida Sociedad de Socorros‑ lo señalado en los párrafos anteriores revela el desacierto de la Cámara en este punto.

4. El otro argumento del fallo hace pie en el valor cultural que adjudica como posibilidad al bien y en el incumplimiento que endilga a la demandada. Varias razones nos llevan a desestimarlo.

a. En este aspecto, a diferencia de lo referido al tratar la anterior causal de anulación, no encuentro óbice a la legitimación reconocida en autos al Centro para la Cultura y Participación Brazos Abiertos. Esta entidad radicada en la zona (v. Acta constitutiva, fs. 6) ha ocurrido ante la jurisdicción en defensa de un bien que estima formando parte del patrimonio cultural y parece incuestionable que tenía derecho a intentarlo. La amplitud de la legitimación para obrar de asociaciones o vecinos en resguardo de esta clase de bienes se funda en el carácter público de los intereses culturales que ellos representan, simbolizan o evocan y de la regulación que los tutela, más allá de su concreto soporte o titularidad dominial; intereses que nutren un derecho general invocable por la comunidad a su disfrute o fruición colectivos (cfr. Giannini, Massimo Severo, "Il beni culturali" en Rivista trimestrale di Diritto Pubblico, XXVI, 1976, ps. 3, 8 y ss.; García de Enterría, Eduardo, "Consideraciones generales sobre una nueva Legislación del patrimonio artístico, histórico y cultural" en Rev. Española de Derecho Administrativo, 39, 1983, ps. 575 y ss.), y a su preservación para las actuales y venideras generaciones (art. 41, C.N.), conforme lo dispone el ordenamiento positivo (arts. 41 y 43, C.N.; 30, 32 y concs. ley 25.675; 15, 20 inc. 2, 28, 44 y concs. Const. pcial.; y es usual en la legislación comparada: cfr. arts. 8 ap. 2 y 11, Ley de Patrimonio Histórico Español de 25 de junio de 1985; arts. 139, 142, 147 y concs., Código italiano de los Bienes Culturales y el Paisaje, decreto legislativo 41 de 22‑I‑2004, sobre la base de la ley 137 de 6‑VII‑2002 en conc. art. 13, ley 349, de 8 de julio de 1983). 

En contiendas en las que fines públicos asociados al respeto de la juridicidad urbano ambiental o a la protección del patrimonio cultural se hallan comprometidos, esta Corte admite con flexibilidad y amplitud la legitimación activa. No sólo por aplicación del principio de accesibilidad jurisdiccional (art. 15, Const. pcial.), sino porque la experiencia jurídica muestra que aquellos casos comprometen tanto a quienes dan testimonio de un menoscabo en sus derechos individuales, como a un conjunto indeterminado de personas, formalmente agrupadas o no, enarbolan la afectación de aquellos intereses pluri‑individuales, públicos o de incidencia colectiva en general (causas B. 65.269, "Asociación Civil Ambiente Sur", res. del 19‑III‑2003; B. 64.464, "Dougherty", sent. de 31‑III‑2004; I. 68.174, "Filón", res. de 18‑IV‑2007). 

b. En lo demás el recurrente acierta en la crítica que dirige al pronunciamiento de la Cámara, cuyo fallo, sin mayor explicación, define la ilegalidad manifiesta del obrar municipal en función de un régimen normativo que era inaplicable al caso.

Primeramente, el municipio no encomendó a la autoridad provincial competente el monitoreo de su sistema de protección patrimonial de interés público local (arg. arts. 5, 123 y concs. C.N.; 1, 190, 192 inc. 6 y concs. Const. pcial.). 

En segundo lugar, el inmueble correspondiente al Viejo Hospital o la parte de él con valor arquitectónico, histórico o cultural no estaba alcanzado por las prescripciones de la ley 10.419, con sus reformas. Desde luego, tampoco regían a su respecto las disposiciones contenidas en el decreto 5839/1989, sólo atingentes a los inmuebles pertenecientes a los entes provinciales no así a las Municipalidades; menos todavía, las del decreto 1063/1982, concerniente a los bienes del Estado nacional, como claramente lo destaca en su voto el doctor Pettigiani.

c.i. Según lo dispuesto en los arts. 2, 5 y 7 de la ley 10.419, la protección instituida supone la inclusión formal del bien de que se trate en el patrimonio cultural de la Provincia. En la sistemática de esa ley, la planificación, ejecución y el control de las políticas culturales de conservación y preservación de los muebles e inmuebles, sean éstos sitios, lugares o inmuebles propiamente dichos, cualquiera sea su carácter y titularidad, opera con la aludida individualización (acto declarativo) del bien (art. 2). 

Esta declaración puede ser decidida por la Comisión Provincial del Patrimonio Cultural con carácter provisorio (art. 7 inc. j, ley cit.) y por mayoría de las dos terceras partes de los miembros presentes (art. 8, decreto 4635/1991). En cambio, si se procura una declaración definitiva compete a la Legislatura su determinación por ley (art. 5, ley cit., texto según ley 12.739), previo dictamen de aquella Comisión (art. 7 inc. ll, ley cit., texto incorporado por la ley 12.739). 

ii. En el caso no se ha dispuesto ni siquiera una declaración provisoria orientada a la preservación, integral o parcial, del inmueble. De más está aclarar que el Viejo Hospital tampoco ha sido objeto de alguna medida de protección en la esfera nacional (v.gr. a partir del obrar de la Comisión Nacional de Museos y de Monumentos y Lugares Históricos, ley 12.665 y sus reformas).

La Cámara de Apelación, al menos, debió haber ponderado que en ausencia de norma o acto que precisara y declarara el valor patrimonial público del bien, no entraban a operar los mecanismos y resguardos que la normativa de preservación provincial consagra cuando aquellas determinaciones fueron concretadas. Al sentenciar, el juez de primera instancia ya lo había advertido cuando puntualizó que el Viejo Hospital no se encontraba "... dentro de una clasificación enumerativa general", ni "... tampoco específicamente designado individualmente con esa categorización" (fs. 222). Pero en el pronunciamiento ahora recurrido tal circunstancia fue soslayada y, a expensas de ello , se evaluó la situación litigiosa presuponiendo que podría calificarse al inmueble de la calle Juan José Díaz esquina Primera Junta como patrimonio cultural. Presuposición que, para más, llevó a cabo sin ponderar adecuadamente las constancias de la causa (v. infra 4.d).

iii. Sin mediar el señalado acto declarativo, la indisponibilidad del bien para el municipio y las obligaciones que éste debía consecuentemente observar (en el sentido de estar alcanzado, v. gr., por las reglas de los arts. 6, 10 y 11 de la ley 10.419 y por la exigencia legal de una previa autorización emanada de la Comisión Provincial), predicadas en el fallo, no pudieron válidamente invocarse con el automatismo que en él se adopta para tachar de manifiestamente ilegítimos a los actos controvertidos en la litis. 

En otros términos, la sentencia puso énfasis en un deber jurídico inexigible en la especie (la solicitud y obtención de conformidades previas de la autoridad provincial). Por ello la anulación así decidida, trasluce puro dogmatismo y el acogimiento del amparo dista de ser una derivación razonada del derecho vigente aplicable en función de las circunstancias comprobadas de la causa.

d.i. Según se ha visto la protección de determinados bienes está de ordinario subordinada a su expresa consideración como pertenecientes al patrimonio cultural (por medio de ley, acto administrativo, Ordenanza, etc., que disponga la calificación o registro respectivos, según el régimen de que se trate). Con todo, excepcionalmente, cabe admitir que con respecto a ciertos bienes carentes de tal declaración formal pero portadores de indisputables valores históricos, arquitectónicos, paisajísticos, culturales en suma, se reivindique válidamente el derecho a su tutela, en razón del interés público comprometido y del deber jurídico general que atañe a su preservación o a la prevención de daños (arts. 41, C.N.; 28 y 44, Const. pcial.). 

Mas, en tales casos, ha de acreditarse, como mínimo, la omisión de la autoridad pública así como lo que es más complejo la procedencia de la salvaguarda del bien sobre la base de constatación de sus atributos singulares, objetivamente indisputables, para cuya determinación será preciso reunir un material probatorio concluyente, que despeje o deje al margen cualquier opinabilidad. 

ii. En tal sentido el aporte de la actora al proceso es confuso e insuficiente. El carácter patrimonial público del bien fue expuesto con ambigüedad. Al demandar (fs. 86/97), y en el recurso de apelación, la entidad actora aludió, vagamente, a unos rasgos característicos del bien, entremezclando esas consideraciones con otras relativas a la actividad desplegada en el Viejo Hospital de San Isidro por sus fundadores y con otras más concernientes a necesidades prestacionales en ciertos campos de los servicios de salud.

No hubo prueba que arrojara luz sobre estos extremos, ni reclamo enderezado a emplazar a las autoridades que la actora estimaba competente (v.gr. la Comisión Provincial del Patrimonio Cultural) a pronunciarse formalmente sobre la inclusión o no como patrimonio cultural de la provincia. Pero, y esto es relevante también, tampoco se ha demostrado que la venta y la realización de la propuesta arquitectónica formulada por el adquirente agravaren la situación de un inmueble en estado de aparente abandono o hicieren mella en sus valores edilicios destacables.

iii. Quienes han testimoniado o informado sobre el tema, dan cuenta de opiniones divergentes. Y, cuadra apuntarlo, no las hay que descalifiquen la propuesta de quien fuera adjudicataria en la licitación. Si lejos está de comprobarse la magnitud del valor cultural del edificio en cuestión, tanto más distante de toda posible determinación está esbozar el impacto que habría de ocasionar el proyecto a desarrollarse por la firma compradora, más allá de ser evidente el cambio en los usos. En ese plano de análisis, afirmar, como lo hace el fallo impugnado, una ostensible ilegitimidad en el obrar comunal, no parece atinado.

Quienes firman como Arquitectos Ferpozzi, Gruñeiro y Luoni (fs. 36; aclaro que no se acredita tal condición profesional), aluden al "valor patrimonial" que adjudican al inmueble, sobre la base de una reseña histórica de lo allí acontecido y del papel que cumple como uno de los edificios representativos de la vida social y cultural de la comunidad de San Isidro. Tras cartón, en ese escrito se reconoce que no ha sido declarado como tal ni está "catalogado", y se advierte (a fs. 38) sobre "las sucesivas intervenciones" que fueron desvirtuando parcialmente ese valor patrimonial "... aunque sin deteriorar por completo su núcleo original...". Y señalan que sería conveniente definir su posible conservación, aclarando también la posibilidad de adjudicarle "... otros usos necesarios para la comunidad" (fs. 38).

A fs. 152/53 obra informe elaborado en el ámbito del Colegio de Arquitectos de la Provincia de Buenos Aires, Distrito IV, por una comisión ad hoc integrada por los Arquitectos Carlos A. Puig, Abel Tagliaferro y Marcelo G. A. Manzini, según lo sostienen a fs. 151 los Arquitectos Ramon Rojo y Enrique J. Cottini, a la sazón Presidente y Secretario del citado ente colegial, en presentación oficial ante el municipio. 

En este informe se hace referencia a que el "... posible valor patrimonial del Edificio Hospital diseñado por el arquitecto Ernesto Bunge se fue desdibujando durante su vida útil como producto de adicionar indiscriminadamente anexos a la caja arquitectónica original, la cual fue absorbida, generando un conjunto de escaso valor", añadiéndose que en el interior "... se destruyó el esquema original" de la construcción, que los espacios internos y las instalaciones son "obsoletas" y que la identidad original del edificio "... ha desaparecido en la actualidad".

Como recomendaciones se postula, en sustancia, a más de algún tratamiento para las medianeras, limitación en las subdivisiones posibles, como en lo atinente a la densidad, respeto de ciertas especies arbóreas, y que los usos del inmueble sean "salud, vivienda u otros servicios que sumen calidad de vida" (fs. 152/53). 

Por fin, el petitorio de vecinos de fecha 18‑VI‑2003, que se halla glosado en las fojas agregadas a la causa, pone énfasis en las necesidades de salud de la comunidad, sin aportar elemento serio en orden al valor cultural del inmueble en cuestión.

iv. En tales condiciones, la declaración de invalidez manifiesta que, como segunda argumentación, desarrolla el voto de mayoría de la sentencia impugnada, a partir de normas no aplicables y de una hipótesis no verificada como tal en la causa, no se ajusta a derecho.

5. Ahora bien, la estimación del recurso de inaplicabilidad de ley y la consecuente descalificación del fallo que se propician, no conducen necesariamente a desentenderse de los valores que el bien posee y que los litigantes de este proceso le han reconocido.

a. Una estrategia recursiva como la que traslucen las presentaciones de fs. 324, 325 y 330 a 335, de clara improponibilidad (art. 284 in fine, C.P.C.C.), no tiñe lo que, con elocuencia arroja, la verdad objetiva (C.S.J.N., Fallos 268:556; 308:1790; 327:3128; 330:5303, entre muchos otros), a saber: el municipio así como el adquirente del bien reiteradamente aludido en esta causa, cada uno a su modo, reconocieron en él valores histórico‑arquitectónicos, culturales a la postre; ello, aunque no integre formalmente el patrimonio cultural nacional, provincial, ni municipal. Así:

i. El art. 3° de la ordenanza 7972/03 indica como factores definitorios de la adjudicación no sólo el precio ofrecido sino "el proyecto de uso que se presente". A su vez, el Pliego de la licitación pública, en su art. 18 inc. d) exigía acompañar el "anteproyecto o la descripción que permita a la licitante evaluar las características de obra que el oferente pretenda realizar" y en su art. 20 ap. 1, establecía, en determinado supuesto de relativa paridad de propuestas, considerar las "características del proyecto en relación a su adecuación al entorno urbano" (fs. 55 y 57, del expediente administrativo de la licitación 6/04 agregado en el Cuerpo II del principal).

ii. En ese entendimiento, la oferta presentada por quien en definitiva fuera adjudicataria contiene el compromiso de desarrollar un proyecto que ha de partir, según afirma, "... de la recuperación y revalorización del viejo hospital, edificio de valor histórico, el cual es claramente un referente de la arquitectura del lugar" (fs. 98, expte. cit.). Se habla allí también del mantenimiento del "viejo edificio" sobre la calle Primera Junta, rehaciendo la fachada, así como del edificio existente sobre la calle Juan José Díaz.

iii. Estas apreciaciones fueron ponderadas en el informe de la Comisión Permanente para la Adjudicación de Licitaciones Públicas. Refiriéndose a la oferta 2, formulada por quien a la sazón habría de prevalecer en el procedimiento de selección, el órgano puso especial énfasis en que el material agregado al ofrecimiento "... expresa claramente una subordinación del emprendimiento a la preservación del valor arquitectónico del inmueble y su armónica relación con el entorno urbano" (fs. 124, expte. adm. cit.).

iv. El decreto de adjudicación 884/04 (fs. 126/7) no ha soslayado el asunto. En su considerando cuarto, el Intendente municipal menciona que la recomendación para la adjudicación de la oferta presentada por la empresa A.G. Producciones S.A. se ha basado, entre otros aspectos, en "... razones de conveniencia del proyecto constructivo descrito a fs. 95/96 del expediente, que subordina el emprendimiento a la preservación del patrimonio arquitectónico del inmueble y su armónica relación con el entorno urbano" (fs. cit.).
v. Por si fuera poco, la demandada, en el recurso de apelación contra la medida cautelar oportunamente dispuesta, rescata que en el desarrollo edilicio propuesto por la firma ganadora del procedimiento de selección se "... conserva la fachada del inmueble central de la calle J.J. Díaz 818" (fs. 140 vta.), como un aporte al resguardo de los valores patrimoniales del edificio.

b. Los elementos anteriores dan cuenta de actos propios del municipio, eficaces, deliberados y jurídicamente relevantes por tanto (causas B. 52.179, "Empresa Horacio Elvio Raverta", sent. de 6‑VIII‑1991; B. 60.898, "Fiscal del Estado", sent. de 18-II-2004, entre muchas), orientados a la salvaguarda y respeto por ciertos valores arquitectónicos destacados en el bien. Ellos, aunque no han bastado para erigirlo en patrimonio cultural de la Provincia ni de la comuna son dignos de un tutela ‑y como se ha dicho, han merecido una consideración por la demandada‑ que, estimo, en atención a las circunstancias, es compatible con la subsistencia en sus efectos de los actos municipales controvertidos en la causa, en tanto armoniza a éstos con otros fines públicos superiores del ordenamiento (arg. arts. 41, C.N. y 44, Const. prov.).

La propia entidad demandante de modo expreso ha sostenido que su propósito no era obtener la calificación del inmueble como monumento histórico, desde que, en su opinión, tal resguardo sólo podía emanar de una decisión ajena a la magistratura judicial (fs. 235 vta.). 

c. Por ello considero que el acogimiento del recurso ha de disponerse con la determinación expresa en el sentido de que las soluciones arquitectónicas a establecerse en el proyecto definitivo o de detalle a presentarse o a realizar por la firma adquirente del bien deberán respetar los valores e intereses edilicios e histórico‑culturales del inmueble, tal como lo han reconocido las partes de esta litis; para cuyo aseguramiento, si ha menester, el municipio podrá hacer uso de las potestades normativas con que cuenta, sin perjuicio de ejercer en su caso la atribución de examinar los pormenores de dicho proyecto, con el alcance indicado, a la hora de expedir la licencia para edificar o acto administrativo equivalente.

6. Con el alcance que resulta de lo arriba expuesto, voto por la afirmativa. 

En cuanto a las costas adhiero a la posición sustentada por los colegas cuyos votos en sustancia he acompañado. 

Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A

Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, por mayoría de fundamentos, se hace lugar al recurso extraordinario interpuesto, revocándose el decisorio impugnado.

Por mayoría, las costas se imponen al vencido (arts. 25 de la ley 7166 y 289 del C.P.C.C.).

Regístrese, notifíquese y devuélvase.


JUAN CARLOS HITTERS


LUIS ESTEBAN GENOUD
HECTOR NEGRI


HILDA KOGAN
EDUARDO JULIO PETTIGIANI


EDUARDO NESTOR DE LAZZARI
DANIEL FERNANDO SORIA



JUAN JOSE MARTIARENA



Subsecretario
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